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RESUMEN 

l. Constitución 
Artículos 24.1 (Derecho a la tutela judicial efectiva e 

indefensión), 24.2 (Derecho a la prueba) y 25.1 (Principio 
de legalidad penal) en relación con omisión de cuestión 
prejudicial ante el Tribunal de Justicia de las Comunida­
des Europeas (TJCE) y delito de intrusismo de agente en 
la propiedad inmobiliaria. 

Il. Acto impugnado 
Sentencias del Juzgado de lo Penal número 6 de Ali­

cante y de la Audiencia Provincial de Alicante por delito 
de intrusismo. 

III. Decisión del Tribunal Constitucional 
Otorgar el amparo solicitado. 
IV. Fundamentos jurídicos 
En el fondo del asunto, corresponde examinar, en pri­

mer lugar, las vulneraciones del derecho a la tutela judi­
cial efectiva y a no padecer indefensión (art. 24.1 de la 
Constitución española -CE-) y del derecho a utilizar los 
medios de prueba pertinentes (art. 24.2 CE), que el recu­
rrente atribuye a las sentencias impugnadas por haber 
omitido los órganos judiciales el planteamiento ante el 
TJCE de la cuestión prejudicial por él suscitada acerca de 
la posible incompatibilidad del Real Decreto 1464/1988 
con el artículo 3 de la Directiva 67/43/CEE. 

Sin perjuicio de que el artículo 177 del Tratado de la 
Comunidad Económica Europea (TCEE) pertenece al 
ámbito del derecho comunitario europeo y no constituye 
por sí mismo canon de constitucionalidaq, ninguna vulne­
ración existe del derecho cuando el juez estima, 
razonadamente, que no alberga dudas sobre la interpreta­
ción que había de darse a la Directiva. 

Por último, señalar que el propio Tribunal ha afirma­
do que la "la Directiva reserva ciertas actividades inclui­
das en el sector de los negocios inmobiliarios a las perso­
nas que ejercen la profesión reguladora de agente de 
propiedad inmobiliaria."[2] 

Procede examinar las vulneraciones de derechos fun­
damentales que se imputan a las sentencias recurridas por 
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haber llevado a cabo una interpretación extensiva tanto de 
la norma contenida en el artículo 321.1 del Código Penal 
(CP) como del Decreto 3248/1969, lo que se considera 
contrario al principio de legalidad consagrado en el artí­
culo 25.1 CE 13]. 

El Tribunal Constitucional entiende que, al ser el De­
creto una norma preconstitucional, no es posible exigir de 
manera retroactiva la reserva de ley que impone el artículo 
36 CE; ademcís, la obligación de colegiación que impone 
no es opuesta ¡,¡1 artículo 36 CE [4]. 

Tras recordar su jurisprudencia sobre el principio de 
legalidad penal y de las llamadas leyes penales en blanco 
en el considerando 6, procede examinar si la subsunción 
de la conducta del recurrente en el artículo 321.1 del CP, a 
partir de una determinada interpretación de la expresión 
"título oficial" contenida en dicho precepto, como la lle­
vada a cabo por las sentencias impugnadas, ha supuesto o 
no una vulneración del principio de legalidad penal, en­
tendido en los términos anteriormente indicados [6 y 7]. 

Lo verdaderamente importante es que el título "en 
sí'' de Agente de la Propiedad Inmobiliaria (API) no es 
un "título académico", puesto que ni su obtención re­
quiere la realización de estudios superiores específicos 
ni es la autoridad académica que lo concede, y que, por 
ello mismo, no puede incluirse dentro de los márgenes 
de la conducta tipificada en el artículo 321.1 del CP la de 
quien realizare los actos propios de dicha profesión ca­
reciendo de la capacitación oficialmente reconocida que 
para ello se requiere. 

Por todo ello, debe concluirse que, al condenar al re­
currente como autor del delito de intrusismo, han llevado 
a cabo una aplicación extensiva in ma/wn partem del tér­
mino "título'' que no es conforme a los principios y valo­
res constitucionales ll 0]. 

El pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por 
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presidente, 
y don Luis López Guerra, don Fernando García Mon y 
González Reguera!, don Carlos de la Vega Benayas, don 
Eugenio Díaz Eimil, don Álvaro Rodríguez Bereijo, don 
José Vicente Gimeno Sendra, don José Gabaldón López, 
don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego 
González Campos, don Pedro Cruz Villalón y don Carlos 
Vi ver y Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado 

EN !'IO~BRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de amparo número 298/1991, promovi­
do por don Ángel Gonzalo Gonzalo, representado por el 
procurador de los tribunales don Juan Antonio García San 
Miguel y Orueta y asistido por el letrado don Javier Polas 
y Alfonso, contra la sentencia del Juzgado de lo Penal 
número 6 de Alicante, del 8 de noviembre de 1990, y con­
tra la sentencia de la sección primera de la Audiencia Pro­
vincial de Alicante, de 17 de enero de 1991. Han sido par­
te el Colegio Oficial de Agentes de Propiedad Inmobiliaria 
de la Provincia de Alicante, representado por el procura­
dor de los tribunales don Federico Olivares Santiago y 
asistido por el letrado don Álvaro Rodríguez Bereijo, quien 
expresa el parecer del Tribunal. 

l. Antecedentes 
l. Mediante escrito registrado en este tribunal el 8 de 

febrero de 1991, el procurador de los tribunales don Juan 
Antonio García San Miguel y Orueta, en nombre y repre­
sentación de don Ángel Gonzalo Gonzalo, interpuso recur­
so de amparo contra la sentencia del Juzgado de lo Penal 

número 6 de Alicante, del 8 de noviembre de 1990, y contra 
la sentencia de la sección primera de la Audiencia Provin­
cial de esa misma ciudad, de fecha 17 de enero de 1991. 

2. Los hechos de los que trae causa la demanda, según 
se desprende de la misma y de la documentación que la 
acompaña, son en síntesis los siguientes: 

a) El recurrente de amparo, miembro de la autodeno­
minada asociación profesional de Gestores Intermediarios 
en Promociones de Edificaciones (GIPE), venía ejercien­
do profesionalmente la actividad de intermediario inmo­
biliario sin estar en posesión del título oficial de Agente 
de la Propiedad Inmobiliaria, cuando, a consecuencia de 
una denuncia presentada por el Colegio Oficial de Agen­
tes de la Propiedad Inmobiliaria de Alicante, fue condena­
do por el Juzgado de lo Penal número 6 de esa ciudad, 
como autor de un delito de intrusismo del artículo 321.1 
del Código Penal , a la pena de seis meses y un día de 
prisión menor, con las accesorias de suspensión de cargo 
público y del derecho de sufragio durante el tiempo de 
condena, así como a satisfacer al citado Colegio la canti­
dad de 1 000 000 de pesetas en concepto de indemniza­
ción, y al pago de las costas. 

b) Presentado recurso de apelación contra la anterior 
resolución, fue parcialmente estimado por la sección pri­
mera de la Audiencia Provincial de Alicante que, por sen­
tencia de 17 de enero de 1991, notificada al recurrente el 
día 22 del mismo mes y año, procedió a declarar improce­
dente la indemnización fijada por la sentencia de instan­
cia, confirmándola en todo lo restante. 

La representación del recurrente considera que las 
sentencias recurridas han vulnerado, en primer lugar, el 
derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el artí­
culo 24.1 CE, por haberse negado tanto el órgano judi­
cial de instancia como el de apelación a plantear ante el 
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 177 del 
TCEE, una cuestión prejudicial acerca de la compatibili­
dad del Real Decreto 1464/1988, de 2 de diciembre, en 
el que se atribuye la exclusividad de las actividades en el 
sector inmobiliario a los Agentes de la Propiedad Inmo­
biliaria y a los Administradores de Fincas, con lo dis­
puesto en el artículo 3 de la Directiva del Consejo 67/43/ 
CEE, de 12 de enero, relativa a la realización de la liber­
tad de establecimiento y de la libre prestación de servi­
cios para las actividades no asalariadas incluidas en el 
sector de los negocios inmobiliarios. 

A este respecto, comienza por señalarse en la deman­
da que, tras la modificación operada en el citado artículo 
de la Directiva por el apartado b-1 del anexo 11 del Acta de 
adhesión del Reino de Espaiia a las Comunidades Euro­
peas, su texto quedó redactado en los siguientes términos: 
"3. Quedarán suprimidas las restricciones a las activida­
des profesionales citadas, sea cual fuere la denominación 
de las personas que las ejerzan. En la actualidad, las deno­
minaciones usuales utilizadas en los estados miembros son 
las siguientes:[ ... ] En España: agentes de la propiedad in­
mobiliaria; administradores de fincas urbanas; agencias 
inmobiliarias y de alquiler; promotoras inmobiliarias; so­
ciedades y empresas inmobiliarias; expertos inmobiliarios." 
A la vista de dicho texto, argumenta el recurrente que el 
Real Decreto 1464/1988, de 2 de diciembre, cuyo objeto 
era precisamente la transposición de la Directiva 67/43/ 
CEE al derecho interno, al operar en su artículo 2 una pa­
tente restricción en relación con las profesiones autoriza­
das para actuar en el sector de los negocios inmobiliarios 
por el artículo 3 de la citada Directiva, limitando el ejerci-
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cio de las actividades propias de 

ese sector a los agentes de la pro­
piedad inmobili aria y a los admi­
ni stradores de fincas ha incurrido 

en un claro incumplimiento de lo 

dispuesto en dicha norma comu­
nitaria; con la consecuencia de que la mi sma ha adquirido 
un e fecto directo, pudiendo ser invocada en tal sentido 
ante los órganos jurisdicc io nales nacionales quienes , en 

caso de duda sobre la pretendida incompatibilidad entre la 
norma comun itari a y la norma nacional dictada en desa­
rrollo de aquélla, están ob ligados a plantear ante el TJ CE 

la cuestión prejudici al suscitada por el recurrente. La omi­

sión de planteamiento de la misma constituye, por consi­
gu iente, una evidente vulneración no sólo del derecho a la 

tute la judicial efectiva, si no también del derecho a la utili­
zación de los medios de prueba pertinentes , por cuanto la 

respuesta que pudiera ofrecer el TJCE a dicha cuestión 
resul ta determinante para enjuiciar la conducta llevada a 
cabo por el recurrente. 

Por lo que se re fi ere a la pretendida vulneración del 
principio de legali dad penal, se alega en la demanda que 
el recurrente ha sido condenado en virtud de una inter­

pret ac ión extensiva del 

artículo 321. 1 del Códi-

go Penal. Pues no sólo 

no pueden iJentifi carsc 
los actos de mediaci ón 

y corretaje propios de la 
profesión de agente de 
la propiedad inmobilia­
ri a con la actividad de­
sarrollaJa por el hoy de­

mandante de amparo en 
virtud de un contrato de 
mandato, sino qu e la 

condena que le ha sido impuesta a título de delito Jc 

intru sismo ha obedecido a una interpretación extensiva 
del citado precepto, así como del Decreto 324gf 1969 - al 
que e l art ículo 321.1 reenvía, dada su naturaleza de nor­

ma penal en blanco- que resulta prohi bida en virtud de 
las ex igencias derivadas del principio consagrado en e l 
artículo 25.1 CE. 

En consecuencia, e l demandante de amparo pide a este 
tribunal que anule las sentencias recurridas; y por otrosí, 

soli ci ta la suspensión de la ejecución de las mismas, pues 
Je no concederse di cha suspensión , e l amparo, caso Je 

otorgarse, habría perdi do su finalidad . 

3. Por providencia del 14 de febrero de 1991 , la sec­
ción cuarta de la s;_¡ Ja segunda acordó requerir a l recurren­
te, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 50.5 de 
1 a Lev orgánica del Tribunal Conslilucional (LOTC), para 
que, en plazo de di ez días, acreditase fehacientemente la 
fecha de la notificación de la resolución que puso fin a la 
vía judicial , as í como haber invocado los derechos consti­
tucionales vio lados. Exigencias a las que su representa­

ción dio cu mplimiento mediante escrito registrado en este 

tribunal el 27 Jc febrero de 1991. 

4. Por providencia de 3 de junio de 1991, la sección 
cuarta de la sala segunda aco rdó admitir a trámite la 

presente demanda de am paro , así como formar la opor­
tun a pieza separada de suspensión y, de conformidad 
con e l art ículo 56 LOTC, conceder a la parte recurrente 
y al Ministerio Fiscal un plazo de tres días para que 

alegaran lo que estimasen pertinente en relación con 
dicha sus pe nsión . 

5. Mediante escrito de a legaciones reg istrado en este 

tribun al e l 1 O de junio de 1991, don Juan Ant onio García 
San Miguel y Oructa, procurador de los tribunales y de 

don Ángel Gonzalo Gonzalo, mani restó que el recurren­

te se encont raba ingresado en prisión desde e l día 1 O de 

mayo de 199 1, y que se le había denegado e l beneficio 
de la condena condicional a pesar Je carecer de antece­

dentes penales y de que la pena privativa de la libertad 
impuesta era de seis meses y un día de pri sión menor; 

su brayando e l hecho de que a l parece r dicha reso lución 
había Sido adoptada sobre la base de un informe del Mi­
nisterio Fiscal elaborado tras haber requerido un "infor­

me de inspecc ión" del Colegio Oficial de Agentes Je la 

Propi edad Inmobiliaria Je Alicante, con el sorprendente 
resultado de que la querellante tomó parte e n la de nega­
ción de dicho benefi cio. 

Por otra parte, en dicho escrito se señalaba que, de no 
acordarse la suspensión so licitada, el amparo , caso de con­
cederse, habría perdido su finalidad ya que, dada la míni­
ma duración de la pena impuesta , es de suponer que su 
cumplimiento habría te nido ya lugar antes de finalizar la 
tramitación del presente recurso. Por su parte. e l Ministe­
rio Fiscal, en escrito registrado en este tribunal al 7 de 

junio de 1 ')91 estimaba 
que procedía conceder la 

suspe ns ión solicitada, 

pues , de lo contrario , el 
cumplimiento Jc una 

pena de tan corta dura­
ción ciertamente conver­
tiría al amparo, caso de 
concederse, en ineficaz. 

6. Con fecha 1 de 
junio de 1991, la sala 
segund a, e n la pieza se­
parada de suspensión 

sustanciada, Jictó un auto por el que acordaba suspender 

la ejecución de la pena privativa de J¡¡ libertad y de las 
accesorias impuestas a l recurrente por la sentencia de Ju z­
gado de lo Penal número 6 de Alicante ; en dicha resolu­
ción no se concedía, en cambio , la suspensión del abono 
de las costas procesales, pero si se imponía a sus benefi­
ciarios la obli gación de prestar una g~ran tía que a juicio 
del 6rgano JUdi c ial de instanc ia resultase suficiente para 
posi bi litar, en su caso, In devolución de las mis mas. 

7. Por providcnci~ de 19 de diciembre de 199 1, la sec­

ción cuarta de la sala segunda acordó tener por apersonado 

en el procedimiento al procurador don Federico Olivares 
Santiago , en nombre y representación del Co legio Oficial 
de Agentes de la Propiedad Inmueble de Alicante, así como 
dar vista a las partes apersonadas y al Ministerio Fiscal de 

las actuaciones remitidas por el Juzgado de lo Penal nú­
mero 6 de Alicante y por la Audiencia Provincial de esa 
misma ciudad para que, en el plazo de veinte días, formu ­
len las a legac io nes que es timasen pertinentes . de confor­
midad con lo dispuesto en el a rtículo 5 1.• 1 LOTC. 

g_ Mediante escrito de a legaciones registrado en este 

tribunal e l 19 de octubre de 1991, la representación del 

recurrente, tras subrayar que su representado es miem­

bro de la Agencia de Gestores Inte rmedi ar ios en Promo­
ciones de Ed ifi cac iones y como tal cstú dado de <Jita en la 
licencia fiscal y en la seguridad soci al y al corrien te del 
pago dei111Ipueslo al valor agregado (IV A), reiteraba en 
primer término la tesis ya mantenida en la demanda en el 
sentido de afirmar que la falta de planteamiento por par­
te de los ó rganos judicia les de in stancia y apelación de la 



cucsti(Ín prcjudici<tl suscitada no sólo infringe lo 
dispuesto en el artículo 177 del TCEE, sino que 
constituye al propio tiempo una vulne ración a los 
derechos a la tutela judicial efectiva, a no padecer 
indefensión y a utilizar Jos medios de prueba per­
tinentes, respectivamente, contenidos en el artí­
culo 24. 1 y 2 de la CE. 

En defensa de es tos moti vos se ampliaban, en 
el citado escrito de a legaciones, algunos de losar­
gumentos ya expuestos en la demanda de amparo, 
insistiendo de nuevo en que la inadmisión de la 
cuestión prejudicial planteada conduce efectiva-
mente al recurrent e de amparo a una situación de indefen­
sión , dado que J¡¡ interpretación que sobre la mi sma pu­
diera ofrecer el Tribunal de Luxemburgo es determinante 
para establecer su culpabilidad o inocenci a en relaci6n con 
el delito que se le imputa. Pues, de concluir el máximo 
órgano jurisdiccional comunit ario que tanto el Decreto 
J24X/ 1969 como el Real Decreto 1404/1988 contravie­
nen lo dispuesto en la Directiva CEE 67/43/CEE, resu lta­
ría evidente que e l hoy demandante de amparo no ha co­
metido intromisión alguna al llevar a cabo unas actividades 
profesionales que es tán expresamente aut orizadas por la 
citada Directiva, cuyas dispos ic iones serían directamente 
lllVocables ante Jos órganos judiciales nacional es al haber 
transcurrido d plazo para su transposic ión al derecho in­
terno sin que se hayan adoptado las norm as de eJeCución 
adecuadas para su ob ligado cumplimiento .. E fecto directo 
que. por lo demás. tendría especial relevanc ia en e l caso 
de autos por cuanto el artículo 32 1.1 del Código Penal es 
una norma penal en blanco que reenvía a los convenios 
internacionales en materia de determinación de títulos re­
conocidos par;J e l ejercicio profesional , lo que supondría 
un reenvío ob li gado a la Directiva 67/43/CEE y, conse­
cuentemente, la falta de tipici dad de la conducta reali zada 
por el recurrente a título del ci tado precepto penal. 

Por lo que se refiere a la invocada vulneraci6n del 
principin de legalidad penal , el escrito de alegaciones 
present ado por la representación del recurrente amplía 
considerablemente los argumentos apuntados a tal efec­
to en la demanda de amparo e introduce a lguno nuevo. 
Se reitera, en primer lugar, la alegaci6n ya co ntenida en 
el escrito de la demanda en el sentido que los actos que 
caracteri zan a la profesión de Gestor Intermediario en 
Promoción de Edificac iones no coinciden con los que 
son "propios" de la profesión de Agente de la Propiedad 
Inmobi liaria; pues mientras que Jos primeros obedecen a 
la ex istcncia de un mandato en virtud del cual el gestor 
intermed iario actúa en sustituci6n de su mandante, inter­
viniendo en tal condición en la fase contrac tual y adqui­
riendo plena responsabilidad e n relaci ón co n el res ulta­
do de su ges ti ón, los segundos son simp les actos de 
medi ación, no interviniendo el agente en la fase contrac­
tual, ni adquiriendo responsabi lidad al guna en rel ación 
con el resultado pretendido por las partes a las que se 
limita a poner en cont acto . De manera que, no pudiendo 
afirmarse que el recurrente ha realizado "actos propios" 
de la profesión de Agente de la Propi edad Inmobili aria 
carec iendo del correspond iente título oficial que habi lita 
para ello , ha de conc luirse que, al condenarle como autor 
de un delito de intrusismo del artículo 32 1.1 del Código 
Penal , los órganos judiciales han sobrepasado los límites 
de iJ descripción típica de la cond ucta sancionada e n di­
cho precepto y han hecho uso de una analogía i11 malam 
partem absolutamente prohibida por e l principio conte­
nido en el artículo 25.1 CE. 

Como argumento nuevo en defensa de este mismo 
moti vo, en e l escrito de alegaciones se introduce una in­
terp retación de lo que ha de entenderse por " título" en el 
artículo 32 1.1 del C6digo Penal que, basaba en documen­
tado dictamen que se incorpora a las actuaciones, equipa­
ra dicho elemento no rmativo a un " título académico'' o , lo 
que es lo mismo, a un "título universitario" , limitando de 
es ta suerte la protccci6n penal otorgada por el citado pre­
cepto a aquellas profesiones para cuyo ejercicio se requie­
ra es tar en posesión no de un simple " título o fi cial " sino 
de un "título académico". 

Para llegar a esta conclu sión acude el recurrente de 
amparo a diversas vías de rat"onamiento, haciendo alusión, 
en primer lugar, al propio origen del precepto regulador, del 
deli to de intrusismo y señalando a este respecto que el texto 
del artículo 32 1.1 del Código Penal no responde a la dele­
gación contenida en la base quinta de la Ley 79/1961 , ele 23 
de diciembre, por la que se autorizaba al Gobierno la revi­
sión del entonces vigente Código Penal, pues mientras que 
la citada Ley de Bases se refería expresamente a un "título 
académi co", el Decreto por el que se procedió a dar cumpli­
miento al encargo encomendado suprimió el adjetivo "aca­
démico'', produciéndose así a través de una norma de rango 
inferior una considerable ampliac ión del ámbito de protec­
ción de este tipo delict ivo que no había sido au tori zada por 
la delegación contenida en la citada Ley de Bases. Ello ha 
llevado a la doctrina penal y a un importante sector de la 
jurisprudencia más reciente a considerar que la úni ca inter­
pretación del artículo 32 1.1 del Código Penal que salvaría 
la nulidad radical de dicho precepto por oponerse a Jo esta­
blecido en una norma de rango superior es la que identifica 
el "título" a que se relicrc dicha disposición con un "título 
académico''; y que toda otra interpretación excedería de la 
autorizaci ón concedida por la Ley de Bases 79/1961, con­
virtiéndose en una interpretación extensiva y, por ello, lesi­
va de l principio de legalidad penal. 

Junto a este primer argumento basado en el principio 
de jerarquía normativa, se introduce un segundo tipo de 
razonamiento derivado de una interpretación sistemát ica 
del mencionado precepto en sus relaciones con la falt a de 
intrusismo otrora contenido en el artículo 572.1 del C6di­
go Penal , y hoy derogada por la ley orgánica 3/1989, de 
2 1 de junio, de actualización del Código Penal. Pues la 
única manera posible de deslindar ambos preceptos cuan­
do uno y otro estaban vigentes era la de considerar que, 
mientras que el primero se reserva para aquellas profesio­
nes que, para requerir para su ejercicio la posesi6n de un 
" título académico", merecían una protección de rango su­
perior, el antiguo texto del artícu lo 572.1 bastaba para ga­
rantizar el correcto desempeño de aquellas profesiones que, 
por referirse a bienes dotados de menor rele vancia para la 
vida social, no requerían para su ejercicio la posesión de 
un "título académico", sino tan sólo de un habilitación o 
capacitación oficial. 

El derechofúndamental a una inteJ¡Jretación no extensiva en el ámbito penal 
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Por último, aunque no en úl­
timo lugar, se incluye en defensa 
de este motivo un argumento de 
carácter teleológico extraído de la 

ratio legis del artículo 321 del 

Código Penal, según el cual la 
protección otorgada por este precepto debe reservarse a 
aljuellas profesiones que, por afectar su ejercicio a bie­

nes de gran trascendencia social 4ue podrían verse gra­
vemente dañados en caso de una práctica debidamente 
controlada de las mismas, exigen la presencia de un "tí­
tulo académico". 

Como colofón a su escrito de alegaciones, introduce 
el recurrente dos motivos nuevos de amparo, invocando, 
en primer lugar, que la aplicación del artículo 321.1 del 

Código Penal en la Profesión de Agentes de la Propiedad 

Inmobiliaria vulnera el principio de jerarquía normativa 
contenida en el artículo 9.3 del Código Penal; y, finalmen­

te, que la abundancia de fallos contradictorios (incluso del 
Tribunal Supremo), no sólo infringe el principio de segu­
ridad en esta materia, sino que constituye también una in­
fracción del principio de igualdad ante la ley reconocido 
en el artículo 14 CE. Pues según esté radicado en una u 
otra provincia el Tribunal sentenciador, los gestores inter­
mediarios pueden ser absueltos o condenados, quedando 

así la absolución o condena a merced del domicilio donde 
se ejercite la profesión. 

9. El escrito de alegaciones presentado por la represen­

tación del recurrente plantea además, con carácter absoluta­
mente novedoso, una cuestión de inconstitucionalidad en 
relación con el Decreto 3248/1969, de 4 de diciembre, por 
el que se aprueba el Reglamento de los Colegios de Agen­
tes de Propiedad Inmobiliaria y de su Junta Central. 

El planteamiento de dicha cuestión de inconstitucio­
nalidad se justifica con el siguiente razonamiento: el tipo 
delictivo contenido en el artículo 321.1 del Código Penal 
constituye una norma penal en blanco para cuyo comple­

mento hay que acudir a otras disposiciones legales o re­

glamentarias, entre las que se encuentra el mencionado 
Decreto. Por tanto la declaración de inconstitucionalidad 
del mismo produciría evidentes efectos en relación con el 

fallo condenatorio mantenido por las sentencias recurri­
das, dado LJUe con dicha declaración la citada norma que­
daría automáticamente excluida del ámbito de actuación 
del citado precepto penal. Por lo demás, la representación 
del recurrente entiende 4ue concurren todos y cada uno de 
los requisitos formales que para la admisión de una cues­

tión de inconstitucionalidad exigen los artículos 35 y si­

guientes de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 
Como fundamento de la cuestión de inconstituciona­

lidad planteada se alega la infracción, por el Decreto 3248/ 
1969, de los artículo 14, 24.1, 26, 35, 38 y 53.1 CE. 

La vulneración del principio de igualdad se habría pro­
ducido. según el demandante, por la patente discrimina­
ción contenida en el artículo 7, a), del citado Decreto al 
exigir como requisito para poder concurrir a los exámenes 
para la obtención de Título de Agente de la Propiedad In­
mobiliaria la condición de "ser español". En tanto que la 
mención de los "Tribunales de Honor" en los artículo 7, 
d) y 29 del Decreto sería constitutiva de una infracción del 

artículo 26 CE, y el artículo 73 infringiría el derecho a la 

tutela judicial efectiva y a no padecer indefensión en la 
medida en que posibilita la imposición de sanciones disci­
plinarias sin previa formación de expediente. Por otra par­
te, no habiendo sido aprobado el reglamento del Colegio 
Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria por ley, 

sino por decreto, ha de considerarse contrario a lo dis­
puesto en los artículo .16 y 53.1 CE, vulnerando, asimis­
mo, el derecho contenido en el artículo 35.1 CE por cuan­
to debe entender se que los artículos 5.1 y 1) del Decreto 

tachado de inconstitucional se oponen al derecho a la libre 

elección y acceso al ejen:icio profesional reconocido en 
dicho precepto constitucional. 

1 O. Mediante escrito de alegaciones de fecha llJ de 
diciembre de 1991. el procurador de los tribunales don 
Federico Olivares Santiago, en nombre y representación 
del Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobilia­
ria de la provincia de Alicante, manifiesta. en primer lu­
gar, que no puede decirse, a la vista de que en órganos 
judiciales de instancia y apelación en ningún momento 

abrigaron dudas sobre la intcrpretacitín que había de darse 
a las normas comunitarias alegadas por el recurrente ni 

sobre su falta de aplicación al caso enjuiciado, que la de­

negación de planteamiento ante el TJCE de la cuestión 
prejudicial haya supuesto una vulneración del derecho a 
la tutelajudicial efectiva. Pues como su propio título indi­
ca y fundamentalmente se recuerda en ambas resoluciones 
judiciales, la Directiva CEE 67/43 no tiene otro objetivo 
que la supresión, en materia de establecimiento y de pres­
tación de servicios en el sector inmobiliario, de todo trato 
discriminatorio basado en la nacionalidad, y no la armoni­

zación de las legislaciones de los Estados miembros en lo 
relativo a las profesiones que operan en dicho sector. De 

manera que no cabe afirmar que el Real Decreto 1464/ 
1988, al referirse únicamente a los Agentes de la Propie­
dad Inmobiliaria y a los Administradores de Fincas dejan­
do fuera a las otras cuatro profesiones mencionadas en el 
artículo 3 de la citada Directiva, haya supuesto un incum­
plimiento de la misma que la haría directamente invocable 
ante los órganos judiciales. Si el mencionado Real Decre­
to no ha tenido en cuenta esas otras cuatro profesiones. 
ningún reproche ha de merecer por ello, ya que no estaba 
obligado a reconocer todas y cada una de las cspecifica­

citmes contenidas a título de ejemplo en el precepto co­

munitario, sino únicamente a reconocer recíprocamente 
de trato a los ciudadanos comunitarios respecto de aque­
llas profesiones que gozan de reconocimiento legal en 
España, una vez determinado cuáles son éstas. Sin duda 
alguna resultaría contrario a la Directiva (17/43 imponer 
restricciones al ejercicio de la profesi6n de Agente de la 
Propiedad Inmobiliaria o Administrador de Fincas por parte 
de un nacional de otro Estado miembro que hubiese obte­
nido en su país una titulación equivalente a la requerida 

en el nuestro para su práctica. Pero no se opone en modo 
alguno la norma comunitaria a que el Derecho interno es­

tablezca su propio catálogo de profesiones reconocidas en 
el sector de los negocios inmobiliarios con mayor o menor 
amplitud. En consecuencia. no siendo las disposiciones 
de la Directiva CEE 67/4.1/CEE de aplicacitÍn al caso en­
juiciado, necesariamente ha de concluirse 4ue la omisión 

de planteamiento ante el TJCE de una cuestión prejudicial 
sobre la compatibilidad de las mismas con el Real Decreto 
1464/1988 no ha supuesto vulneración alguna del dere­
cho a la tutela judicial efectiva o del derecho a utilizar los 

medios de prueba pertinentes. 
Se aduce por otra parte, frente a la pretendida vulnera­

ción del principio de legalidad penal invocada por el recu­

rrente, que la subsunción de la conducta enjuiciada en el 

tipo delictivo contenido en el artículo .121.1 del Código 
Penal, realizada en virtud de una cierta interpretación del 
mismo, constituye una cuestión de legalidad ordinaria no 
revisable en sede constitucional. 
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11. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 17 
de octubre de 1991, el Ministerio Fiscal se opone a todos 
y cada uno de los motivos invocados por la representación 
del recurrente, estimando, en primer lugar. que no ha ha­
bido vulneración al derecho a la tutela judicial efectiva, ya 
que las resoluciones judiciales impugnadas contienen una 
motivación fundamentada de su negativa al planteamiento 
ante el TJCE de la cuestión prejudicial solicitada: y que 
tampoco se ha infringido el derecho a la utilización de los 
medios de prueba pertinentes, por la sencilla razón de que, 
en el caso de autos, ninguna relación existe entre este de­
recho y la denegación de planteamiento de la citada cues­
ticín prejudicial. Finalmente, rechaza el Ministerio fiscal 
en su escrito de alegaciones que se haya producido una 
infracción del artículo 25.1 CE por el hecho de haber pro­
cedido los órganos judiciales a la aplicación del artículo 
321.1 del Cúdigo Penal, ya que la interpretación que de 
los tipos penales lleven a cabo los órganos judiciales cons­
tituye una cuestión de mera legalidad que no puede ser 
revisada por este Tribunal. En consecuencia, el Ministerio 
Fiscal concluye interesando la desestimación del presente 
recurso de amparo. 

12. Por providencia del 20 de julio de 1992, la sección 
acordcí oír al recurrente y al Ministerio Fiscal para que, en 
el plazo de cinco días, expongan lo que estimen proceden­
te acere~! de la incorporación a los autos del escrito de 14 
de JUlio. que, con la certificación de la Sentencia del Tri­
huna! de Justicia de las Comunidades Europeas de 2X de 
enero de 1992, han sido presentados por el Procurador del 
Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria 
de la provinci~1 de Alicante. 

13. Por providencia del pleno de este Tribunal, de fecha 
12 de mayo de 1992, se acuerda a propuesta del presidente 
y conforme establece el artículo 1 O, k), de la LOTC, recabar 
para sí el conocimiento del recurso de amparo número 298/ 
91 que, hasta entonces, se tramitaba en la sala segunda. 

14. Por providencia de 23 de marzo de 1993, se acor­
dó señalar para deliberación y votación de esta sentencia 
el día 25 del mismo mes y año. 

11. Fundamentosjurídicos 
1. Antes de entrar en el examen de los distintos moti­

vm de impugnación en que se fundamenta la demanda de 
amparo, han de dcsestimarse, con carücter previo, aque­
llas pretensiones que el recurrente introduce ex novo, como 
ampliación de la demanda, en su escrito de alegaciones de 
l'ccha 19 de octubre de 1991, referidas concretamente a la 
vulneración de los derechos contenidos en los artículos 
9.J y 14 de la CE, así como a la solicitud formulada "con­
forme a lo dispuesto en el artículo 163 CE, artículos 35 y 
siguientes de la LOTC y en el artículo 5.2 de la LOPJ", de 
que "se plantee ante el pleno de este Tribunal cuestión de 
inconstitucionalidad el Decreto 324X/1969". 

Al margen de que el contenido del artículo 9.3 CE no 
puede ser preservado en vía de amparo y, en lo que respec­
ta al derecho a la igualdad, se alega de manera retórica sin 
aportar el necesario término de comparación y sin haber 
sido previamente invocado en la vía judicial, ninguno de 
estos nuevos moti vos puede ser acogido ya que, es doctri­
na reiterada de este Tribunal (sentencias del Tribunal Cons­
tituciona179/19H4, 74/1985,70/1986,3311991, 132/1991 
y 94/1992, entre otras) que el objeto procesal del recurso 
de amparo ha de quedar delimitado en la demanda sin que 
se pueda, en el trámite de alegaciones, invocar motivos de 
impugnación que, por entrañar una mutación esencial del 
objeto litigioso, causarían indefensión a las demás partes 
del proceso de amparo. 

Por otra parte, es manifiesta la improcedencia del plan­
teamiento por el recurrente de cuestión de inconstitucio­
nalidad directamente ante este Tribunal en relacicín con el 
Decreto 3248/1969, de 4 de diciembre, lo que correspon­
de exclusivamente a los Jueces o Tribunales, de oficio o a 
instancia de parte, cuando consideren que una norma con 
rango de ley (lo que, por demás aquí no ocurre, como ya 
se dijo en el ATC 343/1991, que acordó inadmitir la cues­
tión de inconstitucionalidad número 1916/1991 promovi­
da por el Juzgado de Instrucción número 2 de Alicante en 
relación con el citado Decreto), que sea aplicable al caso y 
de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la 
Constitución (art. 163 CE, 35.1 y 27.2 LOTC). 

2. Entrando ya en el fondo del asunto. corresponde 
examinar, en primer lugar, las invocadas vulneraciones del 
derecho a la tutela judicial efectiva y a no padecer inde­
fensión (art. 24.1 CE) y del derecho a utilizar los medios 
de prueba pertinentes (art. 24.2 CE), que el recurrente atri­
buye a las sentencias impugnadas por haber omitido los 
órganos judiciales de instancia y de apelación el plantea­
miento ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas de la cuestión prejudicial por él suscitada acerca 
de la posible incompatibilidad del Real Decreto 1464/19~X 
con el artículo 3 de la Directiva 67143/CEE. 

El último párrafo del artículo 177 del TCEE establece 
que cuando se plantee una cuestión prejudicial en un asunto 
pendiente ante un 6rg:ano jurisdiccional nacional cuyas 
decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso judi­
cial de derecho interno, "dicho órgano estará obligado a 
someter la cuesti(Jn al Tribunal de Justicia". De acuerdo 
con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Co­
munidades Europeas, interpretando el mencionado precep­
to (Sentencias TJCE de 16 de diciembre de 1974, asunto 
146/1973, y de 10 de octubre de 1982, asunto 23g/J9XI), 
para que dicha obligación pueda reputarse existente es 
preciso que el órgano judicial en cuestión abrigue una duda 
razonable acerca de la interpretación que haya de darse a 
una norma de Derecho comunitario, y que la solución de 
dicha duda sea necesaria para poder emitir su fallo. De 
manera que no procederá que se suscite la cuestión 
prejudicial cuando el juez nacional no tiene duda alguna 
sobre cuál es la interpretación que ha de darse a la dispo­
sición comunitaria, o cuando la respuesta que el Tribunal 
de Justicia de las Comunidades Europeas pueda dar a di­
cha cuestión no sea determinante de la solución que haya 
de darse al litigio. 

Sin perjuicio de que el artículo 177 del TCEE, alegado 
por el recurrente, pertenece al ámbito del Derecho comuni­
tario europeo y no constituye por sí mismo canon de 
constitucionalidad (sentencias del Tribunal Constitucional 
2g/]991, fundamento jurídico 4", y 64/1991, fundamento 
jurídico 4"), ninguna vulneración existe del derecho a la 
tutela judicial efectiva sin indefensión del artículo 24.1 CE 
cuando el juez estima, razonadamente, que no alberga du­
das sobre la interpretación que había de darse a la Directiva 
67/43/CEE ni sobre su falta de aplicación en relación con 
los hechos enjuiciables en el litigio. A semejanza de lo que 
acontece en las cuestiones de inconstitucionalidad (senten­
cias del Tribunal Constitucional 17/1981, fundamento jurí­
dico 1 o; IJ3/1987, fundamento jurídico 1 o; 119/1991' fun­
damento jurídico 2° y 151/1991, fundamento jurídico 2"), 
la decisión sobre el planteamiento de la cuestión prejudicial 
corresponde en forma exclusiva e irrevisable al órgano ju­
dicial y no impide la defensa del derecho fundamental de 
las partes ante el Tribunal Constitucional, ya que éstas dis­
ponen a tal fin del recurso de amparo. 

El derecho jiaufamenwl a una into¡nTtación no extensiva en el ámbito penal 
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Por último, no es ocioso seña­
lar que el propio Tribunal de Jus­
ticia de las Comunidades Euro­
peas, en su reciente sentencia de 
fecha 28 de enero de 1992 (asun-
tos 330 y 331/1990), se ha pronun­

ciado sobre dos cuestiones prejudiciales del mismo tenor 
que la suscitada por el recurrente, planteadas por el Juzga­
do de lo Penal número 4 de Alicante. 

En dicha resolución, el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas ha afirmado que "la directiva 
CEE 67/43 no se opone a una normativa nacional que 
reserva ciertas actividades incluidas en el sector de los 
negocios inmobiliarios a las personas que ejercen la pro­
fesión regulada de Agente de la Propiedad Inmobilia­
ria", no pudiendo, por consiguiente, considerarse incum­
plida por las previsiones que en dicho sentido se 
contienen, respectivamente, en el decreto 3248/1969 y 
en el Real Decreto 1464/1988. 

Por todo ello, ha de concluirse que no ha existido vul­
neración alguna al derecho a la tutela judicial efectiva, ni 
mucho menos al derecho a la utilización de los medios de 
prueba pertinentes que el recurrente anuda de manera in­
consciente a la denegación por los órganos judiciales del 
planteamiento de cuestión prejudicial ante el Tribunal Je 
Justicia de las Comuniuades Europeas. 

3. Procet.le, pues. que examinemos la tercera y última 
de las vulneraciones de Jerechos fundamentales que se 
imputan a las sentencias recurridas por haber llevado a 
cabo una interpretación extensiva tanto Je la norma con­
tenida en el artículo 321.1 del Código Penal como del 
Decreto 3248/1969, lo que se considera contrario al prin­
cipio de legalidad consagrado en el artículo 25.1 CE. 

En apoyo de su pretensión, desarrolla el recurrente una 
triple línea argumental en la que va negando, sucesiva­
mente, que las actividades por él desarrolladas como ges­
tor intermediario en promoción de edificaciones fueran las 
"propias'' de la profesión de Agente de la Propiedad In­
mobiliaria; que, aun suponiendo que lo fueran, pueuan 
considerarse atribuidas en exclusiva a los Agentes Je la 
Propiedad Inmobiliaria; y, finalmente, que el título aludi­
do en el artículo 321. 1 sea el que para su ejercicio requiere 
la profesión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria. 

De esta triple línea argumentaria en que el recurren­
te fundamenta la lesión al principio de legalidad penal 
deben Jesecharse sin mayor esfuerzo las dos primeras, 
que se refieren bien a cuestiones de hecho que no com­
pete revisar al Tribunal Constitucional, que ha de ate­
nerse a los hechos tal y como éstos han que dado fijados 
o establecidos por los órganos juuicialcs, bien a cues­
tiones ajenas al proceso de amparo constitucional y no 
alegables a esta sede. 

Tal ocurre, en primer lugar, respecto de la alegación 
Jel recurrente de que la actividad por él desarrollada como 
gestor intermediario en promoción de edificaciones en nin­
gún momento supuso la práctica de las operaciones de 
mediación y corretaje que, según el artículo 1 del Decreto 
3248/1969, caracterizan a la profesión de Agente de la 
Propiedad Inmobiliaria, así como que la calificación jurí­
dica de su conducta como constitutiva del delito de 
intrusismo tipificado en el artículo 321.1 del Código Pe­
nal únicamente pudo deberse a la apreciación, por parte 
de los órganos judiciales, de que los actos rcalizauos eran 
"análogos" a los que son propios de la profesión de Agen­
te de la Propiedad Inmobiliaria, situaciones que están en 
sentencia de instancia. 

Idéntica respuesta negativa merece la segunua de las 
líneas de argumentación desarrollada por el recurrente 
basada en lo dispuesto en los preceptos constitucionales 
relativos al Jcrecho al ejercicio y acceso libre a una pro­
fesión y a la regulación de los colegios profesionales (art. 
35 y 36 CE). Como es sabido, los derechos contenidos 
en los artículo 35 y 36 CE no son susceptibles de protec­
ción en la vía de amparo constitucional, por lo que han 
de descstimarse, sin más, las pretendidas vulneraciones 
que de los mismos se imputan directamente al Decreto 
3248/1969. 

Ahora bien, ha de advertirse que el recurrente no ale­
ga en estos momentos la vulneración de dichos derechos, 
sino en la meuida en que, de estimarse contrario a los 
preceptos constitucionales citados, el Decreto 3248/1969. 
ello supondría que los órganos judiciales han teniuo en 
cuenta, como norma de reenvío complementadora Lie la 
norma penal en blanco conteniua en al artículo 321.1 del 
Cóuigo Penal, una norma contraria a la CE. que deberían 
haber procedido a inaplicar, con la consiguiente vulnera­
ción del principio de legalidau penal que de ello se deri­
va. De manera que lo este tribunal debe examinar es si se 
ha producido una infracción del artículo 25.1 CE por 
haberse aplicado una norma penal en blanco cuyo com­
plemento es una disposición nula por ser opuesta a los 
artículos 35 y 36 CE. 

4. Para resolver esta cuestión es preciso examinar la 
normativa vigente en materia de regulación de la profe­
sión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria. 

El Colegio Oficial de Agentes de la Propicdau Inmo­
biliaria fue creauo por un Decreto Licl Ministerio Lie la Vi­
vienda de 17 de Diciembre de 1 948, aproh<ínuose el regla­
mento propio de esta profesión por Decreto de 6 Lic abril 
de 1951. El posterior Decreto 3248/1969 derogó expresa­
mente ambas disposiciones, siendo a su vez derogado por 
el Real Decreto 1613/1981, de 19 de junio. Sin embargo, 
al haber sido declarada íntegramente nula esta última Ji s­
posición por la sentencia de la Sala Je lo contencio­
so-administrativo del Tribunal Supremo del 22 de diciem­
bre de 1982, por no haberse dado audiencia en su 
tramitación al Consejo General de Colegios Oficiales de 
Gestores ALiministrativos Je España -sentencia que fue 
ejecutada por orden Jel Ministerio de Obras Públicas y 
Urbanismo Je 5 de mayo de 1983 ("Roletín oficial del 
Estado" de 20 Jc junio)-, el Decreto 3248/1 'J69 rccuper6 
su vigencia, perviviendo hasta la t'ccha en su versión mo­
dificada por el Decreto 53/1975, de 10 de enero. 

Al ser el Decreto 3248/1969 una norma preconstitu­
cional no es posible exigir Je manera retroactiva la reser­
va de ley que impone el artículo 36 CE (sentencias del 
Tribunal Constitucional 11/1981, 83/1984 y 219/1989). 
Pues bien, a la vista de todo lo anterior y de que el artículo 
3.1 Je la citada Ley de Colegios Pmj'esionales se dice tex­
tualmente que "quien ostente la titulación requerida y re­
úna las condiciones señaladas estatutariamente tendrá de­
recho a ser admitido en el Colegio "corr~spondiente''", y 
que su artículo 3.2 establece que "será requisito indispen­
sable para el ejercicio de las profesiones colegiadas la in­
corporación al colegio en cuyo ámbito territorial se pre­
tende ejercer la profesión", así como que este tribunal ya 
ha declarado que la obligación de colegiación que este 
último precepto impone no es opuesta al artículo 36 CE ni 
tampoco vulnera el derecho de libertad asociativa ni cons­
tituye un obstáculo a la libre elección de profesión del ar­
tículo 35 CE (sentencias del Tribunal Constitucional 89/ 
1989 y 111/1989) así corno tampoco la pretensión de que 
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los úrganos judi ciales hayan lesi onado e l artículo 25 .1 
C E por habe r apli cado una norma pe nal en bl anco que 
toma como complemento de la misma una di sposi­

c iú n nula por contrari a a los artículos 35 y 36 C E. 

5 . Resta por fin e xaminar la última de las a rgumen­
taciones en que fu ndamenta el recurrente la lesión del 

principio de legalidad penal , consistente en la supuesta 
interpretac ión extensiva, ll evada a cabo en las resol u­

ciones judicia les impugnadas, de lo que ha de enten­
derse por '' título" en e l art ículo 32 1.1 del Código Pe­
nal. Argument ac ión a la que e l Ministerio Fi sca l opone 
que dich a interpretación, lejos de ser extensiva, no es 
si no una cuestión de legalidad ordinari a no rev isable, 
por tanto, en esta vía de amparo constitucional. 

De conclu irse, s in mús, que las sentencias recurridas 
se han limitado a apli car e l a rtículo 32 1. 1 de l Código Pe­

nal en vi rtud de una de las posibles in te rpretac iones que 

dicho prece pto admite. se ría ci ertamente limitada la pos i­
bilidad de revisa rlas en esta vía de amparo , pues, según ha 
declarado es te tribun al en re iteradas ocas iones . no le com­
pete la ta rea de sustitui r a los j ueces y tri bu nales o rd ina­
rios en e l ejerc ic io de la fac ult ad de inte rpre tación y apli­
cac ión de la ley, subsumi e ndo en las norm as los hechos 
que se lle van a su conocim iento, que , con carúcter exc lu­
sivo, les atribuye e l a rtícul o 11 7.3 de la Constitución (sen­

tencias de l T ribunal Const ituc ional 16/ 19R 1, R9/19R3 y 
105/ 1 9R3, entre otras muchas) ni . en consecuenci a, deci­

d ir cuúl de las posibl es inte rpre tac iones de la legalidad es 

la correcta , u ni formando de esta suerte las líneas doctrinales 
de una Juri sdi cc iún de te rminada , por m:ís que, en de termi­
nados casos, los inst rumentos procesales requeridos a ta l 
efec to no estén a di sposic ió n de las partes (sentencia del 
Tri huna! Constitucional 190/1 'JR R) . Como tampoco le com­
pete revisar los pos ibles e rrores comet idos por los ó rga­
nos j udi c ia les en el ejerci c io de su fu nc ión de subsunci ón 
de los hechos enjuiciados en un concre to tipo penal, sal vo 

que, en e l e jerc ic io de di cha fun ción . se hubiese produci­
do la les iún de algún derecho constituc ionalmente n:co­

nocido. al haberse excedido de la norma pe nal y de l dere­

c lw const itu c io nal afectado (se ntencia de l Tribu na l 
Constitucional 254/ l lJRX). En este senti do, debe recordarse 

que. conforme apunt ábamos en nuestra sentenci a del T ri­
huna! Constituc ional 50/ l lJR4 (fu ndamento juríd ico 3°). 
" la di sti nc ión entre la j uri sdicc ión constitucional y la or­
d inaria no puede ser establ ecida. como a veces se hace, 
refiri endo la primera al " pl ano de la constitu cion alidad '' y 
la JUri sdicc ión ordinaria a l de la ''s imple legalidad" , pues 

la unidad del ordenamien to y la supremacía de la Consti­

tución no to leran la conside rac ión de amhos planos como 

si fue ran mundos di stintos e incomunicabl es. Ni la juri s­
di cc ión ord ina ri a puede , a l inte rpre tar la ley, o lvidar la 

existenci a de la Constitución, ni puede prescindi r la juri s­
di cción con stit uc ional del aná li sis críti co de la aplicación 
que la juri sdicci ún o rd inari a hace de la ley cuando tal an:í­
lis is es necesario para de te rminar s i se ha vulnerado o no 
al guno de los de rechos lü ndamental es o libertades pú bli­
cas cuya salvaguarda le está enco mendada" . 

Es te tri buna l ha decl arado ya (sen te ncia del Tribu nal 
Constitucional X9/ 19X3) que el principio de legalidad no 

puede ser entend ido de fo rma tan mecánica que anul e la 

libertad de l juez , cuando en uso de ésta, ni se crean nuevas 
fi guras de licti vas , ni se a plican penas no previstas en e l 
ordenami ento. Pero tambi én ha afirm ado (sentencia del 

Tribunal Constituc ional 89/ 1983, fundamento jurídico 2°, 
y 75/1084, fundamento jurídico 3°) "que una aplicación 
defec tuosa de la ley penal puede implicar eventua lmente 

la vulneración de un de recho con stituci onalmente garan­

ti zado , protegido mediante el recurso de amparo. C uando 
se al ega tal cosa . como en e l presente caso oc urre, es te 

tribu nal ha de ana li za r, desde e l pu nto de vista del derecho 

co nstitucionalmente garanti zado. la interpretación y apli ­
caciún que e l j uez ordin ario ha hecho de la norma penal". 

6 . Cabe, pues. que examinemos, a la luz de esta doc­
trina, las reso luciones impu gnadas en cuanto de la inter­
pretac ión y apli cación que e n el las se hace del precepto 
penal mencionado, se derive la lesión de un derecho pro­
tegido mediante e l recurso de amparo . Y a este respecto 

convi ene hacer a lgunas precisiones rel ativas al derecho 
consagrado en e l artícul o 25. 1 CE, cuya vulneración se 
atribu ye a las sentenci as impugnadas. 

El principio de legalidad penal, ha dic ho este tribunal 

(sentencia del Tribunal Constitucional 1 :n/ 1987. fundamen­
to juríd ico 4°, entre otras muchas) , es esencialmente una 
concreción de diversos aspectos del es tado de derecho en el 
ámbito del Derecho estatal sancionador. En este sentido se 
vincula ante todo con el imperio de la ley como presupuesto 
de la actuación del Es tado sobre los bienes ju rídicos de los 
c iudadanos, pero también con e l derecho de los c iudadanos 
a la seguridad (sentencia de l T ribunal Constituc ional 62/ 

19X 2, fundamento jurídico 7") , previsto en la Constituci ón 

como de recho fundamental de mayor alcance, as í como la 

prohibic ión de la arbi trariedad y el derecho a la obJeti vidad 

e imparciali dad del JUi cio de los tri bunales que garantizan 
los artículos 24.2 y 11 7. 1 de la Const ituc ión, es pecialmente 
cuando éste declara que los jueces y magi strados están "so­
metidos únicamente al imperio de la Ley' ' . 

De todo e llo se deduce que el principi o de legalidad en 
e l ámbito del derecho sancionador estata l im plica, por lo 
menos, estas tres ex igencias: la exi stencia de una ley (/ex 

scripla); que la ley sea ante rior al hecho sancionado (/ex 
praevia) , y que la ley describa un supuesto de hecho estric­

tamente determinado (/ex certa); lo que significa la prohibi ­

c ión de extensión analógica del derecho penal al resolver 
sobre los límites de la in terpretación de los preceptos lega­
les del Código Penal (sentencias del Tribunal Constitucio­
nal 89/ 1983, 7511984, 159/ 1986, 133/1987 y 199/1 9X7, entre 
otras ). Por otra parte, este Tribunal (sentencias de l Tri bunal 
Constitucional62/ 1982 y 53/1 985, fundamento jurídico 1 0") 
ha considerado que la cuestión de la determinación estricta 
o precisa de la ley penal se encuent ra vinculada con el al ­
cance del principio de legalidad . 

A ello se ha añadido [sentenci as del Tribunal Consti ­

tucional 127/ 1990, fundamento jurídico 3", B), y 11 8/1982, 

fundamento juríd ico 2°) que las exigencias expuestas no 

suponen que sólo resulte constitucionalmente admi sible 
la redacción descriptiva y acabada en la ley penal de los 

supuestos de hecho penalmente ilíc itos. Por e l contrario , 
es posible la incorporación al tipo de elementos normati ­
vos (sentenci a del Tribunal Constituc ional 62/1982) y es 
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conciliable con los postulados 
constitucionales la utilización le­
gislativa y aplicación judicial de 
las llamadas leyes penales en blan­
co (sentencia del Tribunal Consti-
tucional 122/1987): esto es, de 

normas penales incompletas en las que la conducta o la 
consecuencia jurídico-penal no se encuentre agotadora­
mente prevista en ellas, debiendo acudirse para su integra­
ción a otra norma distinta, siempre que se den los siguien­
tes requisitos: que el reenvío normativo sea expreso y esté 
JUstificado en razón del bien jurídico protegido por la nor­
ma penal: que la ley, ademús de señalar la pena, contenga 
el núcleo esencial de la prohibición y sea satisfecha la exi­
gencia de certeza o, como señala la citada sentencia del 
Tribunal Constitucional 122/1987, se de la suficiente con­
creción para que la conducta calificada de delictiva quede 
suficientemente precisada con el complemento indispen­
sable de la norma a la que la ley penal se remite y resulte, 
de esta manera, salvaguardada la función de garantía del 
tipo con la posibilidad de conocimiento de la actuación 
penal mente conminada. 

7. Así, pues, procede ya examinar si la subsunción de 
la conducta del recurrente en el artículo 321.1 del Código 
Penal, a partir de una determinada interpretación de la 
expresión ''título oficial" contenida en dicho precepto como 
la llevada a cabo por las sentencias impugnadas, ha su­
puesto o no una vulneración del principio de legalidad 
penal, entendido en los términos anteriormente indicados. 

A este respecto, debe comenzarse por señalar que, en 
realidad, dicha suhsunción no obedece a los resultados de 
una cierta interpretaciún, no por discutible menos posible, 
del tenor literal de la mencionada disposiciún, sino que 
constituye un verdadero supuesto de extensiún in mala 
flarten1 del alcance del tipo penal en cuestión a supuestos 
que no pueden considerarse incluidos en él, que vulnera 
frontalmente el principio de legalidad penal (ATC 324/ 
1984 ). Conclusión que resulta obligada habida cuenta, por 
un lado, del origen del artículo 321.1 del Código Penal, y, 
por otro, de la naturaleza de la titulación requerida para el 
ejercicio de los actos propios de la prol"esión de Agente de 
la Propiedad Inmobiliaria. 

En efecto, el término "título oficial" a que se refiere el 
artículo 321.1 del Código Penal no puede ser entendido, 
sino como "título académico oficial" vista la forma en que 
se gestó el mencionado precepto. Fue introducido en la 
revisión del Cúdigo Penal de 1944 operada por Decreto 
de 24 de enero de 1963, en virtud de la autorización con­
ferida a tal efecto por la Ler de Bases 79/1961, de 23 de 
diciembre, y, en concreto, por su hase quinta, cuyo tenor 
literal era el siguiente: "El artículo 321 serú modificado 
conforme a las exigencias actuales para lograr una mayor 
eficacia en la represiún del intrusismo, castigando a los 
que, sin poseer condiciones legales para ello, ejercieran 
actos propios de una profesión, carrera o especialidad que 
requiera título académico oficial o reconocido por las le­
yes del Estado o los convenios internacionales. Se agrava­
rá la pena para el que, además de cometer los indicados 
actos, se atribuyese públicamente, sin serlo, la calidad de 
profesional. El artículo 572 castigarú como autores de una 
falta a los que, sin estar habilitados legalmente, ejerzan 
actos de una profesión reglamentada que no requiera títu­
lo facultativo. ejerzan la profesión sin estar inscritos en el 
colegio, corporación o asociación oficial respectivos". 

Resulta claro que. al omitirse en su redacción definiti­
va el calificativo de "académico" que en la hase quinta se 
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unía indisolublemente al "título" cuya falta de posesiún 
quería sancionarse, el artículo 321.1 no respondió estric­
tamente al mandato convenido en la citada hase quinta. 
De manera que, habida cuenta del superior rango normati­
vo de esta última disposición. el precepto debe entenderse 
referido a, exclusivamente, a la realización de actos pro­
pios de una profesiún, cuyo ejercicio requiere estar en 
posesión de un "título académico", por quien carece de 
dicha titulación: y en consecuencia, a identificar el "títu­
lo" a que en dicho se hace referencia con un "título acadé­
mico oficial". 

8. La señalada omisiún por parte del legislador de 1963 
del calificativo "académico" no debe, empero, conducir a 
una conclusión de inconstitucionalidad del artículo 321.1 
del Código Penal. A ello se opondría la afirmación, reite­
radamente mantenida por este tribunal, de que únicamen­
te cabe declarar la inconstitucionalidad de aquellos pre­
ceptos "cuya incompatibilidad con la Constitución resulte 
indudable por ser imposible llevar a cabo una interpreta­
ción conforme a la misma" (sentencias del Tribunal 
Consctituciona193/1984, 115/1987, 105, 198~ y 119/1992, 
entre otras muchas). Pues si bien es cierto que dicha afir­
mación ha sido utilizada para justificar el pronunciamien­
to de una sentencia interpretativa en relación con un re­
curso de inconstitucionalidad, no lo es menos que no pierde 
virtualidad por el hecho de que no sea ésta la vía plantea­
da en el presente caso. 

Aquí se trata de examinar la aplicación por el órgano 
judicial de una norma, el artículo 321.1 del Código Penal. 
que contiene un tipo penal uno de cuyos elementos ha de 
llenarse de contenido mediante preceptos extrapenales, 
generalmente de naturaleza administrativa (como el caso. 
los Agentes de la Propiedad Inmobiliaria), lo que supone 
para el intérprete una tarea de integración del tipo con ple­
no sometimiento a los principios penales -singularmente 
el de legalidad- de conformidad con los valores que la 
Constitución propugna (art. 1.1 CE) y según los parúme­
tros que rigen la interpretaciún y aplicación de las normas 
penales, singularmente y en lo que ahora importa, la inter­
dicción de la interpretación extensiva in ma!am parlem a 
la hora de aplicar las figuras delictivas. Posibilidad de in­
terpretación judicial integradora conforme a la Constitu­
ción, perfectamente conocida, por demás. por los úrganos 
judiciales (art. 5.1 LOPJ). Buena prueba de ello es la abun­
dancia de fallos absolutorios de la jurisdicción penal ordi­
naria -eso sí, geogrúficamente delimitados- basados en la 
identificación del "título" aludido en el artículo 321.1 del 
Código Penal con un "título académico". 

Existen, por otra parte, datos suficientes para conside­
rar que la omisión del calificativo "académico" no perse­
guía el objetivo de ampliar el tipo del delito de intrusismo 
para incluir en el mismo conductas como la llevada a cabo 
por el recurrente y que. por consiguiente, la aplicación del 
artículo 321.1 del Cúdigo Penal a dichas conductas con­
tradice abiertamente la vol un/as lefiis. Pues la omisión del 
mencionado "calificativo" se produjo e~ un contexto de 
absoluto respeto al resto de las indicaciones contenidas en 

la base quinta de la Ler de Bases de 1961. De tal suerte 
que en el hoy derogado artículo 572.1 del Código Penal se 
tipificú como falta de intrusismo la conducta de quien "no 
estando comprendido en el artículo 321 ejerciere actos 
propios de una profesión reglamentada por disposición 
legal, sin poseer la habilitación o capacitación oficial re­
querida". Precepto que habría quedado absolutamente va­
cío de contenido, por falta de ámbito de aplicación, de no 
entenderse referido, precisamente, al ejercicio de actos 
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propios de una profesión LJUC, a diferencia de lo previsto 
en el artículo 321.1, no requiere estar en posesión de un 
títlllo académico y sí de un reconocimiento oficial de me­
nor rango. Sólo así se habrían quedado perfectamente de­

limit<ldas las respectivas esferas del delito y de la falta de 
intrusismo, ya que, de otro modo, la excesiva ampliación 

del alcance del delito a costa de la ralta devendría en 

inaplicación de esta última. al no poderse pensar en un 
título oficial que no estuviese ya incluido en la descrip­

ción típica ins<.:rita en el artículo 321.1 del Código Penal. 
La coexistencia de ambos preceptos hasta la reforma 

del Código Penal operada en 1989 demuestra no sólo que 
el legislador de 19ó3 no ruc ajeno a la idea de que su co­
nexión sistemática. necesaria para poder deslindar los res­
pectivos ámbitos de aplicación del delito y la falta, impe­
día una interpretación del término "título" como la 
sostenida en las sentencias aquí impugnadas. sino tam­

bién que tuvo en cuenta el principio de proporcionalidad 

inherente al principio de legalidad propio de un estado de 
Jerecho. ProporcionalidaJ que sigue manteniéndose en la 

actualidad. más acentuaJa todavía, por cuanto la desapa­
rición de la otrora ralta de intrusismo ha venido motivada 
por el propósito de dcscriminalizar dicha conducta. con­
virtiéndola en infracci(Jil administrativa. No puede. en con­

secuencia, reprocharse al legislador penal vulneración al­
guna del principio de legalidad, por haber redactado el 
c1rtículo 321.1 del Código Penal en unos términos tan abier­
tos que favorecían una interpretación como la realizada 

por las sentencias recurridas, y sí, en cambio, a los órga­

nos judiciales por haber desconocido LJUC tanto el origen 
legislativo del artículo 321.1 del Código Penal, como su 
necesaria conexión con el artículo 572.1 -y, actualmente, 

con lo establecido en la disposición 4uinta de la ley orgá­
nica J/ 19i\9, de 21 de junio, de actualización del Código 
Penal-, convertían a dicha interpretación en extensiva y 
contraria al principio de legalidad penal el artículo 25.1 
de la Constitución. 

9. A idéntica conclusión habría debido conducirles, 
por otra parte, una interpretación orientada al "fin de pro­

tección" de la citada norma. Pues, aun siendo cierto que, 

como mantiene la sentencia dictada en apelación. lo que 

con el artículo J21.1 se pretende proteger es el ejercicio 
ordenado de ciertas acti vidadcs profesionales cuyo des­
cmpciío requiere una cierta capacitacicín respecto de la 
que el Estado c_¡erce un determinado controL no por ello 
ha de concluirse que dicha protección penal dcha otor­
ga¡·se a todas aquellas prol'csiones que. de una u otra 
manera, están sometidas a un mayor o menor grado de 
control público. 

Como ha declarado este tribunal en su sentencia 122/ 
19i\9, si bien es posible que "dentro del respeto debido al 

derecho al trabajo y a la libre elección de la profesión u 
oficio (art. 35 CE), y como medio necesario para la pro­

tección de intereses generales, los poderes públicos intcr­
\'Cngan en el ejercicio de ciertas actividades profesiona­
les. sometiéndolas a la previa obtención de una autorización 
o licencia administrativa o a la superación de ciertas prue­
bas de aptitud ... la exigencia de tales requisitos, autoriza­
ciones, habilitaciones o pruebas es en modo alguno equi­
parable a la cre;.cicín o regulación de los títulos 

profesionales a LJUC se refiere el artículo 149.1.30 CE, ni 
guarda relacicín con la competencia que este precepto cons­
titucional reserva al Estado", pues "la sujeción a determi­

nadas condiciones o el cumplimiento de ciertos requisitos 

para poder ejercer una determinada actividad laboral o 
profesional es cosa bien distinta y alejada de la creación 

de una profesión titulada en el sentiJo antes indicado>>, 
cuyo ejercicio est<Í condicionado "a la posesión de con­
cretos títulos académicos" (STC 83/1984), o, lo que es Jo 
mismo. a ''la posesión de estudios superiores", ratificados 
por el oportuno certil'icado, diploma o licencia (sentencia 
del Tribunal Constitucional 42/198ó). 

A la vista de esta doctrina, no solo resulta avalaJa la 

distinción entre "título académico oficial" y "capacitación 
oficial" y la identificación de las profesiones tituladas con 
aquellas para cuyo ejercicio se requiere poseer estudios 

universitarios acreditados por la obtención del correspon­
diente título oficial. sino que dado el reconocimiento cons­
titucional a la libre elccci(ín de profesión u ol'icio (art. 35 
CE), se perfila la posibilidad de diversos grados de con­
trol estatal de las actividades profesionales según sea la 
mayor o menor importancia constitucional de Jos intere­

ses que con su ejercicio se ponen en juego. De manera que 
cuanto más relevancia social tuvieran dichos intereses, 
mayor sería el nivel de conocimientos requeridos para el 
desempeiío de la actividad profesional que sobre ellos in­
cidiera: y lógicamente, mayor habría de ser el grado de 
control estatal sobre los mismos y m;ís grave la sanción 
imponible en caso de desempeño de los "actos propios" 
de dicha profesión por quienes no estuvieran oficialmente 
capacitados para ello. 

Todo ello concuerda perfectamente con la identifica­
ción del "título" a que alude el artículo 321.1 del Código 
Penal con un "título oficial". Pues, de esta suerte, queda­

ría reservado el ámbito de aplicación de dicho precepto a 
aquellas profesiones que, por incidir sobre bienes Jurídi­
cos de la máxima relevancia -vida, integridad corporal, 
libertad y seguridad-. no sólo necesitan para su ejercicio 

la realización de aquellos estudios que requieren la po­
sesión de un título universitario w/ /zoc, sino que tam­
bién merecen la especial protección que garantiza el ins­
trumento penal rrentc a toda intromisión que pudiera 
suponer la lesión o puesta en peligro de tales bienes jurí­
dicos. En tanto que la protección y control de aquellas 

profesiones que inciden sobre intereses sociales de me­
nor entidad -cual es, sin duda, el caso del patrimonio 

inmobiliario- quedarían respectivamente satisfechas, en 
su caso, mediante el requerimiento de una simple capa­

citación oficial para su ejercicio. y con la mera imposi­
ción, en su caso, de una sanción administrativa quienes 
realizaren "actos propios" de la misma sin estar en pose­
sión de dicha capacitación. Ningún interés púhl ico esen­
cial se advierte en la exigencia de un título para la inter­
mcdiación en el mercado inmobiliario que no responda 
sino a intereses privados o colegiales, legítimos y respe­
tables, pero insuficientes por sí solos para justificar la 

amenaza de una sanción penal como la aquí aplicada. 
Incurriendo, así en una vulneración del principio de pro­

porcionalidad entre el injusto y la pena que es inherente 
a un Estado social y democrático de derecho como el que 
la Constitución configura (art. 1.1 CE). 

1 O. Una vez concluido que el término "título" a LJUC se 
alude en el artículo 321.1 del Código Penal necesariamen­
te ha de ser un "título académico" o, si se prefiere un "títu­
lo universitario" oficial, reconocido por disposición legal 
o por convenio internacional, resta únicamente por com­

probar si la profesión de Agente de la Propiedad Inmobi­
liaria requiere o no para su eJercicio de la posesión de un 
título de estas características. 

La regulación de los requisitos exigidos para desem­

peñar la actividad profesional de Agente de la PropieJad 
Inmobiliaria está contenida en el Decreto 3248/19ó9, de 4 
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de diciembre, emanado del antiguo 
Ministerio de la Vivienda, hoy 
Ministerio de Obras Públicas y 
Urbanismo, modificado por el 
Decreto 5 5/197 5, de 1 O de enero, 
y no derogado por el posterior Real 

Decreto 1613/1981, de 19 de junio, mediante el que se 
aprobaban los estatutos generales de dicha profesión, dado 
que dicho Real Decreto fue íntegramente anulado por sen­
tencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri­
bunal Supremo, de fecha 22 de diciembre de 1982, por no 
haberse dado audiencia en su tramitación al Consejo Ge­
neral de Colegios Oficiales de Gestores Administrativos 
de España, siendo ejecutada dicha sentencia por orden del 
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo de 5 de mayo 
de 1983 ("Boletín Oficial del Estado" de 20 de junio). 

El artículo 5 del Decreto 3248/1969 establece dos re­
quisitos para el ejercicio de la profesión de Agente Inmo­
biliario: hallarse en posesión del título profesional expe­
dido por el Ministerio de la Vivienda (hoy Ministerio de 
Obras Públicas y Urbanismo), y estar inscrito en colegio 
correspondiente y en la Mutualidad General de los Agen­
tes de la Propiedad Inmobiliaria y en posesión del carné 
oficial. Para la obtención del requerido título profesional 
serü necesario acreditar suficiente aptitud ante el tribunal 
que juzgue los exámenes convocados a tal efecto por la 
sub-secretaría del Ministerio de la Vivienda (art. 6 y 9), 
exigiéndose para participar en los mismos, entre otras co­
sas, que el candidato se encuentre "en posesión de un títu­
lo oficial expedido por universidades en el grado de licen­
ciado; por escuelas técnicas en sus grados superior y medio: 
por escuelas de comercio desde el grado de profesor mer­
cantil; por escuelas normales de magistrado u otro título 
de carácter oficial que esté legalmente equip;:rados a és­
tos, mediante disposición legal o reglamentaria [art. 7 e)]. 

Ha de tenerse en cuenta, por otra parte, que el Decreto 
del 6 de abril de 1951, en el que por primera vez se regu­
laba la profesión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria, 
no contenía un precepto similar al citado artículo 7, e), del 
Decreto 3248/1969. Y que el Decreto 271/1975, de 13 de 
lebrero, ofrecía a las personas que estuvieran inscritas en 
el censo de posibles sindicatos elaborado por el Sindicato 
Nacional de Actividades Diversas y cerrado a 31 de di­
ciembre de 1973, y que acreditasen que venían ejerciendo 
asiduamente, con anterioridad a dicha fecha, las activida­
des propias de la profesión de Agente de la Propiedad In­
mobiliaria, así como reunían las condiciones exigidas en 
los apartados a), b) y e) del artículo 7 del Decreto 3248/ 
1969, la posibilidad de solicitar, en el plazo de noventa 
días a partir de la publicación del citado Decreto, su incor­
poración a los colegios oficiales de Agentes de la Propie­
dad Inmobiliaria: incorporación que les sería concedida 
tras haber superado las pruebas establecidas a tal efecto. 
De manera que, por esta vía, pudieron incorporarse a di­
cho colegio oficial personal que ni tan siquiera estaban en 
posesión de las titulaciones requeridas en el artículo 7, e), 
del Decreto 3248/1969. 

Se desprende de ello que, en la actualidad, conviven en 
el Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria 
muy distintos tipos de titulados, de extracción universitaria 
los unos, carentes de título académico los otros. Precisa­
mente esta diversidad permite aseverar que, al no requerirse 
en todos los casos una titulación universitaria para tener 
acceso a la obtención del "título" de Agente de la Propie­
dad, debe negarse al mismo el calificativo de "académico". 
Además , el hecho de que se requiera o no la condición de 
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titulado universitario para tener acceso a la obtención del 
"título" de Agente de la Propiedad lnmobiliari~ es indife­
rente a los efectos que aquí interesan. Concluir lo contrario 
obligaría a que, en el caso de que una futura norma estable­
ciera que únicamente teniendo la condición de titulado u ni­
vcrsitario podría accederse a las pruebas establecidas para 
la obtención del título de Agente de la Propiedad lnmohi­
liaria [lo que, por lo demüs resulta perfectamente concebi­
ble a la vista de que el anulado Real Decreto 1 ó 13/1981. de 
19 de junio, exigía para ello, en su artículo 5, a), "hallarse 
en posesión de un título oficial universitario", incluyendo 
entre ellos, por cierto, el de protesor mercantil!. dicha pro­
lesión habría de incluirse automáticamente en el ámbito de 
protección del artículo 321.1, olvidando así todo lo ante­
riormente expuesto al examinar larario legis de dicho rrc­
cepto. No es, pues, el origen universitario o no del candida­
to a agente lo relevante a efectos de la protección penal 
acordada por el delito de intrusismo. Lo verdaderamente 
importante es que el título "'en sí" de Agente de la Propie­
dad Inmobiliaria, ohviamente, no es un "'título académico". 
puesto que m su ohtención requiere la realización de estu­
dios superiores específicos ni es la autoridad académica 
quien lo concede. sino el Ministerio de Obras Públicas y 
Urbanismo; y que, por ello mismo, no puede incluirse den­
tro de los mürgenes de la conducta tipificada en el artículo 
321.1 del Código Penal la de quien realizare los actos pro­
pios de dicha profesión careciendo de la capacitación ofi­
cialmente reconocida que para ello se requiere. 

Por todo ello, debe concluirse que. al condenar al re­
currente como autor del delito de intrusismo tipificado en 
el artículo 321.1 del Código Penal, las sentencias impug­
nadas han llevado a cabo una aplicación extensiva inma/am 
parrem del término "'título" contenido en dicho precepto 
que no es conforme a los valores y principios constitucio­
nales. Aplicación extensiva que, frente a lo que sostienen 
el Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad Inmobilia­
ria de la Provincia de Alicante y el Ministerio Fiscal, no 
constituye una cuestión de mera legalidad ordinaria en la 
que este Tribunal no podría entrar sin convertirse con ello 
en una última instancia. sino que. por el contrario, entra 
de lleno en el contenido constitucional del principio de 
legalidad penal. Lo que lleva a la estimación del presente 
recurso por infracción del artículo 25.1 CE. 

Fallo 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­

cional, por la autoridad que le confiere la Constitución de 
la nación española, ha decidido: 

Otorgar el amparo solicitado por don Ángel Gonzalo 
Gonzalo y, en su virtud: 
1" Reconocer el derecho del recurrente a no ser condena­

do por un hecho que no constituya delito. 
2" Declarar la nulidad de las sentencias dictadas por el 

Juzgado de lo Penal número 6 de Alicante, con fecha 
8 de noviembre de 1990, y por la sección primera de 
la Audiencia Provincial de Alicante, con fecha 17 de 
enero de 1991. 
Publíquese esta sentencia en el "'Boletín Oficial del 

Estado". 
Dada en Madrid a 25 de marzo de 1993.- Miguel 

Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.- Luis López Guerra.­
Fernando García-Mon y González Reguera!.- Carlos de la 
Vega Benayas.- Eugenio Díaz Eimil.- Álvaro Rodríguez 
Bereijo.- José Vicente Gimeno Sendra .- José Gabaldón 
López .- Rafael de Mendizábal Allende.- Julio Diego 
González Campos.- Pedro Cruz Villalón.- Carlos Vi ver y 
Pi-Sunyer.- Firmado y rubricado. 
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(COMENTARIO A LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL 111/1993, DE 23 DE MARZ0)1 

La apari c ión en e l pano rama jurídico-políti co de nues­
tro país de un cí rgano espec ializado - co mo lo es el Tribu­
na l Constituc iona l- en contro la r la constitu c ionalidad . no 
sól o de las normas , s ino de cual lj uie r ac tu aci ón de la ad­
min istración y, por tanto, ta mbién de la adm in is tración 
de j usti c ia, obl iga a resol ve r el probl ema ele su ubicac ión 
-y de sw; func iones- frent e a esos ·'otros" tri bu nales, que 

hemos convenido en denom in¡¡r "'ord ina ri os" . No cabe 
duda de que si nuestro T ri bu nal Cons tituc ional sólo en­
tend iera de rccu 1·sos y cues ti ones de inconstituc ionali dau. 

limi t:ínuose a confron tar no rm as ju ríd icas de cualqui e r 
¡·an\!o con las normas conte ni das en la Constit uc ión, e l 
prul) le m¡¡ qucLLlría pl:11llcado - y resue lto- aten diendo a 

los propios lím ites formales Lle la n:lluraleza Llcl objeto de 
liti gio . pues se reservaría a lo s tri bun ales ord inari os el aná­

lisis -v la ca li l"i<:ac ión juríu ica- de los hechos en que se 
c\ pre;:m lo;, conrlictos soci ales, para cuya resolu ción na­

c ieron las normas jurídicas que se conside re n ap li c 1bles. 
De moJo lJUC, mientras el tribun a l Co ns tituc iona l anali za­
ría la co ns tituciona lidad de las norma s. los Tribun ales or­
dinm ios analizarían la cali ficac ió n juríd ica de los hechos. 

S in embar\!o . nues tra Carta Magna ha instaurado - a 
mi juici o con :¡cierto- el sistem a de impug nac i<Í n de la 

act;J:tción de esos T ribun ales media nte e l recurso de am­
paro constituci onal , lo cual o bl iga a des li nda r con todo 

cuidado e l te rreno en que se mueve n dicho> órganos del 
que pertenece en excl usiva al órgano de cont ro l constitu­
L·innal ya que . por la vía de l recu rso de amparo , la ca lifi ca­
ciún j ur íu ica de lns hec hos efectuada por e l tri bunal " a 
qu o'" se convien e, preci samente. en o bjeto de im pugna­
ción consti tuc io na l. Cabría dec ir, por cons iguie nte, que la 
cul minac ión de la vía jud ic ial ordin ari a no impli ca nece­
saria mente que se haya ll egauo a la so luc ió n definiti va de l 
litig io . pues qu edaría - en su caso- la posibilidad de im­
pugnar esta "última .. Llcc isiún j udic ial. provocando con e ll o 

un "aplazami ento" de la so luci ón hasta e l momento en que 
se pronuncie e l Tribunal Constituc io nal. 

C lam est (\ que e llo nunca podr:í signi ficar que todo 
proceso pud ie ra " llegar" hasta e l T ribunal Constituc iona l, 
pues cnwnces és te se co nvertiría en un ó rgano judic ia l más , 
d i rumin~índose por co mpleto su natura leza ele Tribu nal " no 
ordi nario" , al co locarse en la cús pide de l sistema judi cial 
"orui nario" . Por este motivo, e l Tribunal Con st ituci onal 
ha construido su doc trina sobre la ad mis ib il idad de recur­

sos de am paro apoy<índosc en e l art íc ulo 50 .1 e) LOTC , 
distin \!uiéndosc. en virt ud Lle dicho precepto , aque ll as cues­

ti one; qu e, su sc itadas en la act uaci ón de los T ribunales 
ord inari os . tcn\!:m - s in e mbargo- relevancia cons titucio­
nal (exc luyendo as í, de ra íz, la posi bilidad de que todo 
procedi mient o JULii c ia l - de cua lquie r o rden- pueda. e n 
última instanc ia. ll e\!a r has ta el Alto Tribun al). las cua les 
sí son ad mitidas: mi~ nlras que las ll amadas cuestiones de 
mera lc~alidad (re fe rida s a l modo en que los T ribunales 

o rd inari os apli ca ron la ley) quedan fu e ra de l a lcance de un 
posible pronun ciami ento de l Alto Tri bunal , produciéndo­

st: sistc m:íti ca mc nte su inad mi siún. Al acoger semejante 
di sti nci ón, el Tribunal Cons tituc iona l español importa el 

crite rio Jc se lección de otros ó rganos ext ranj eros sim ila­

res. como los de Es tados Unidos o Al emania, lo cual pare­
ce concederle un " marchamo de calidad .. que le hace in-

La c1tada re solución se ha visto confirmada por otras posteriores (131/1993. 1321 
1993. 13311 993. 13411 993. 135/1993. 13611 993. 13711993. 13811993. 14011993. 
148/1993 , 14911993). 

ex pugnable a cua lqui e r crítica. Y s in embargo no es as í. 
E n efec to. se ad vie rte en di cha doctrin a un a sim plifica­
c ió n excesiva, ya que exc luye por completo la posibilidad 

de que una cucstiún d e mera lega lidad tengn , al mismo 
ti e mpo. relevancia cons titucional , cuanuo lo cien o es que 
ese do bl e ca rüc te r se aprec ia , como veremos, en e l ;\mbit o 
ele actuación de los Tribu na les Pcn<.~ lcs . 

Ya en la conoci da STC de 27 de junio de 1984, que 
resol vió -de una vez por todas- e l prob lema plan teado 
po r e l T ribunal Su premo al conde nar a una mujer por so­

mete rse a una inte rru pc ión vo lun ta ria de l embarazo en 
Londres, e l Alt o Tribuna l afirmó e l de recho lünda mcnt al 
de todo ciud adano a no ver ex tendi do el ümbito de aplica­
c ión de la ley pena l en virtud de la inte rpretación de los 
tribuna les. Sin embargo, au n tratündose sin duua de un 
precedente V<í lido lel Tribunal Constituc ional anul <i pura 
y simple mente la sentencia condenatori a del Tri buna l Su­
pre mo), lo c ie rto es que, por unl auo. la illle rpre tac ió n ex­

tensi va innw lam ¡wrt l:'m recaía, no sobre un precepto pe­
na l sustanti vo, s ino sobre las di sposiciones que regul aban 
po r aque l entonces la co mpetenci a terri to rial de los tribu ­
na les es paño les; pnr otro lado, esa reso luc ión aparece m C!s 
co mo una exce pción - moti vada. quizá, por la trascenden­
c ia po líti ca del prob lema- que como un a loma de posic i(Jn 
firm e y decidida. Por el contrario, la STC 111 / 1993 , de 23 
de m¡¡rzo, por re feri rse a la apli cación inadecuada Llc un 
precepto penal sustant ivo y, adcm;\s , por la so li dez y con­
vicci 6n Lle su fun damentaci ón sí se mues tra ya como un 

oiro dec iuido en la doctrina de l Tribuna l Constituc iona l 
~obre la posic ión cons tituci ona l de l juez penal y sobre e l 
alcance del princ ipio de lega lidad reconocido e n e l a rt ícu­
lo 25.1 CE. 

El recurso de amparo se inte rpo ne contra una sente n­
cia condenatoria po r de lito de intru sismo (art. 321 .1 CP), 
la cual, a juic io de l ac to r, in fringe va ri os preceptos consti ­

tuciona les y, ent re ell os, el artícul o 25.1 CE, alegúndosc 
en la demanda que e l recurrente fue condenado en virtud 
de una intc rp rctac iún ex tensi va de l c itado precepto : ·'pues 

no sólo no pueden identifi carse los actos de mediaci!Ín y 
corretaje pro pios de la profesión de Age nte de la Propi e­
dad Inmobiliaria con la act ividad desarro llada po r el hoy 
de mandan te Jc am paro en v irtu d de un cont rato de ma n­
dato, si no que la condena qu e le ha sido impues ta a títul o 
de int rus ismo ha o bedec ido a una interpretación ex tensiva 
de l c itado precepto, así com o del Decreto 3248/1 9W -al 
que e l artícu lo 32 1.1 reenvía, dada su natura leza Llc norma 

pe na l e n b la nco (y d e l q ue se cues tiona s u propi a 

constitu ciona lidad, aunque dicho aspecto quede a l mar­
gen de este comentari o)- , que resulta prohibida en virtud 

de las ex igenc ins de ri vadas de l principio consagrado en e l 
artícul o 25.1 CE" '. Por o tra parle , se impugna la interpre­

tac ión que rea li zó e l juzgadora quo sobre e l " títul o", como 
e lemento de l tipo previ sto en el artículo 32 1.1 , seña lándo­
se que no puede entenderse por tal cualq ui er t itul ac ión, 
sino so lamente un "título académi co" o , lo que es lo mi s­
mo un " títul o un iversit ari o", lo cual res tri ngiría e l alcance 
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JURISPRUDENCIA 

de la previsión típica, dejando fue­

ra el supuesto de hecho enjuicia­
do y que dio pie a la condena. 

Ya en anteriores ocasiones, 

demandas similares habían su-

cumbido bajo el peso de la doc­
trina del Tribunal Constitucional que, olvidando las par­
ticularidades propias de la Ley penal, se abstenían de 

valorar de un modo u otro la interpretación que los tribu­
nales hacen de cualquier Ley -incluida la de la naturale­
za penal-, considerando que se trataría en todo caso de 
una "cuestión de mera legalidad", ajena por completo a 
la competencia del Alto Tribunal. Para comprobarlo, nada 
mejor que acudi ljal gran número de Autos de inadmisión 
que se han dictaÚo, y en los que se ventilaba la capacidad 

del ciudadano para acudir al Tribunal Constitucional en 
demanda de amparo cuando consideraban "mal aplica­

da" la ley penal en su pe1juicio. Entre otros cabe citar los 
siguientes: AATC 321/ 
19X4, de 30 de mayo 
(desórdenes públicos); 

324/19i-:4, de la misma 
fecha que la anterior 
(delito relativo de la 
prostitución); 455/ 
1984, de 18 de julio 
(cheque descubierto); 

487/1984, de 26 de JU­
lio (falta de impruden­

cia); 582/1984, de 10 
de octubre (cheque en 
descubierto); 604/1984, 
de 17 de octubre (fal­
sedad); 749/1984, de 
2X de noviembre (apro­

piación indebida); 5'6/ 
19'65, de 30 de enero 
(conducción bajo la in-

fluencia de bebidas alcohólicas); 8'd'd/ 19'66, de 29 de oc­
tubre (imprudencia); 189/1989, de 17 de abril (simula­
ción de delito). En todas las citadas resoluciones, el Alto 
Tribunal declara inadmisible el recurso de amparo, pu­
diendo resumirse su argumentación como sigue: "el prin­
cipio de legalidad impone al legislador el deber de con­
formar los tipos penales de acuerdo con determinadas 

garantías; asimismo el citado principio impide que los 
órganos JUdiciales califiquen como delitos unos hechos 

que no se encuentren legalmente tipificados. Pero de ello 
no cabe deducir que la conexión entre el principio de 
legalidad y el de tipicidad autorice a plantear ante este 
Tribunal en vía de amparo una cuestión que no supera 
los límites de la legalidad penal ordinaria, como es la 
relativa a la concurrencia o no de los elementos del tipo, 
la cual debe ser resuelta por los Jueces y Tribunales pe­
miles, cuya calificación no puede ser revisada por el Tri­
bunal Constitucional, salvo los casos de error manifies­

to." (ATC 189/1989) 
En realidad, la toma de postura frente al problema que 

nos ocupa se produjo ya en la importantísima Sentencia 
'69/ 1983, de 2 de noviembre, que cabe calificar de auténti­
co "mani ficsto" sobre la posición constitucional del juez y 
su vinculación a la ley. En efecto, y aunque este sea el 
aspecto menos conocido de la citada resolución (siéndolo 
mucho más el reconocimiento de la constitucionalidad de 

la figura del delito continuado aún antes de hallarse ex­
presamente previsto en el artículo 69 bis CP), en su Se-

gundo Fundamento jurídico afirma que "es absolutamente 
claro que la facultad de interpretar y aplicar la ley penal. 
subsumiendo en las normas los hechos que se llevan a su 
conocimiento, corresponde a los tribunales de ese orden 
(art. 117.3 CE) ... pues, de otro modo, si se aceptase la 

rectificación que el recurrente nos propone entre la infrac­
ción de ley e infracción constitucional. el recurso consti­
tucional de amparo resultaría desnaturalizado para trans­

formarse en un recurso universal de casación. violentando 
lo dispuesto len la LOTC¡". 

Por todo ello, refiriéndome ahora a la STC 111 /1')9.1. 
no puede extrañar absolutamente nada que el Ministerio 
Fiscal rehace -así aparece en los Antecedentes de la Sen­

tencia- la infracción del art. 25.1 CE por el hecho de ha­
ber procedido los órganos JUdiciales a la aplicación del 
art. 321.1 CP en un sentido u otro, ya que en su opinión la 

interpretación que de los tipos penales lleven a cabo los 
órganos judiciales constituye una cuestión de mera legali-

dad que no puede ser re­
visada por el Tribunal. 
Y en el mismo sentido 
se pronuncia el Colegio 
Oficial de Agentes de la 
Propiedad lnmueble de 
la provincia de Alican­

te en su escrito de ale­

gaciones. Opiniones. 
ambas. que coinciden li­
teralmente con la cLísi­
ca doctrina del Alto Tri­
bunal. la cual. sin em­
bargo, como se verá a 
continuación, experi­
menta con esta senten­
cia un giro copernicano, 
abriendo las puertas a la 
consideración del prin­

cipio de determinación 
de la ley penal como un auténtico derecho fundamental. 
coincidiendo su argumentación con la que he defendido 
en un recentísimo trabajo.' 

De forma concisa, dicha tesis toma como firme punto 
de partida la propia concepción del Tribunal Constitucio­

nal sobre el principio de legalidad. Aunque sean muchas 
las resoluciones que tratan sobre el tema e incluso las más 
antiguas (del ai'ío 1981) aludieran ya al principio de tipici­
dad como integrante básico del art. 25.1 CE, en mi opi­

nión esa doctrina alcanza su más acabada expresión en la 
Sentencia 133/1987, de 21 de julio (que se cita, por otra 
parte, en la resolución cuyo comentario nos ocupa) afir­
mando que "'el principio de legalidad es esencialmente una 
concreción de di versos aspectos del Estado de Derecho en 
el ámbito del derecho estatal sancionador. En este sentido 
se vincula ante todo con el imperio de la ley como presu­

puesto de la actuación del Estado sobre bienes jurídicos 
de los ciudadanos, pero también con el derecho de los ciu­

dadanos a la seguridad. previsto en la Constitución como 
derecho fundamental de mayor alcance, así como la pro­

hibición de la arbitrariedad y el derecho a la objetividad e 
imparcialidad del juicio de los Tribunales que garantizan 
los artículos 24.2 y 117.1 de la Constitución, especialmente 
cuando éste declara que los Jueces y Magistrados están 
sometidos únicamente al imperio de la Ley. De todo ello 

Garcia Rivas, El principio de determinación del hecho punible en la doctrina del 
Tribunal Constitucional, ministerio de Justicia. Madrid, 1992 
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se deduce que el principio de legalidad en el ámbito del 
derecho sancionador estatal implica, por lo menos, estas 

tres exigencias: la existencia de una Ley (/ex scnj11a); que 
la Ley sea anterior al hecho sancionado (/ex prael'ia), y 

que la ley describa un supuesto de hecho estrictamente 
determinado (/er cerro); lo que significa un rechazo a la 
analogía como fuente creadora de delitos y penas, e impi­

de. como límite a la actividad judicial, que el Juez se con­
vierta en legislador". Añadiendo poco después que "el 
principio de legalidad garantiza por un lado, el estricto 
sometimiento del juez a la ley penal. vedando todo mar­
gen de arbitrio o discrccionalidad en su aplicación, así como 
una interpretación analógica de la misma, y por otro la 

seguridad del ciudadano en cuanto a la certeza de la ley 
penal, cuya exigencia es inherente a dicho principio, le 
permite programar sus comportamientos sin temor a posi­
bles condenas por actos no tipificados previamente." Ale­

jándose como se ve, de cualquier formalismo, el Tribunal 

Constitucional apuesta aquí por un principio de legalidad 
pluridimensional. diseñado como una tupida red de ga­
r•mtías entre las cuales se cita la interdicción de la arbitra­
riedad de los jueces en el momento de aplicar la ley, con la 
finalidad últim•1 de que los ciudadanos de nuestro país no 
vean invadidas, de forma imprevista, parcelas de libertad. 

Desde la Teoría del Derecho. se explica esta auténti­

ca "expansión" del principio de legalidad mediante las 
aportaciones de la moderna hermenéutica JUrídica 

1 Gadamer. Esser. Perelman, Hasscmer). que ha descrito 

el método de actuación JUdicial desde un prisma muy alc­
_¡ado del ciCtsico ly falso) de la mera subsunción de los 
hechos en la Ley. La realidad demuestra, en opinión de 
estos autores, que inevitablemente el juez crea Derecho 
(aunque no sea en el sentido "fuerte" de la expresión) y 
que la norma. como elemento regulador de conflictos 
sociales. sólo alcanza su forma auténtica cuando es apli­
cada por el juc;, quien elabora su decisión sirviéndose 
de mimbres de toda clase, desde su propia ideología has­

ta su perspicacia a la hora de concretar la realidad que se 

somete a su juicio, pasando por sus conocimientos técni­
cos. Con estos -y aún otros- elementos el encargado de 

aplicar la ley elabora su decisión con mayor o menor for­
tuna ampadndose siempre en una argumentación con­
vincente. Debe convencer a las partes y a la sociedad de 
que esa es la decisión correcta. En consecuencia, a la 
pregunta de si tal o cual hecho se halla castigado por la 
ley penal no se podrCt responder con "certeza" hasta que 
el propio juez haya procedido a aplicar la ley y a explicar 
con argumentos su decisión positiva o negativa. 

Y siendo ello así, la garantía que para el ciudadano 

supone la exigencia de determinación de la ley penal no 
puede abarcar únicamente el proceso de gestación de la 
misma. contentCtndose con impedir, v. gr., la utilización 
de elementos típicos de por sí portadores de indetermi­
nacilÍn -como las cláusulas generales- sino que necesa­
riamente debe rcl'erirse también a la labor aplicativa de 
los jueces. Con ello alcanza su exacta significación la 
"declaración de principios" realizada por el Tribunal 
Constitucional en la Sentencia 133/87; pero al mismo 
tiempo. se coloca una carga de profundidad en la doctri­

na de ese Tribunal sobre las "cuestiones de mera legali­

dad'' cuando el problema tratado sea de índole penal, ya 

que una aplicación incorrecta de esa legalidad sí vulnera 
un derecho fundamental: el previsto en el art. 25.1 CE, 
relativo a la determinación de la ley penaJ.l 

La fundamentación jurídica de la Sentencia 111/1993 
parece asumir este planteamiento, Jejando a un lado -por 

inoportuna- la negativa del Ministerio Fiscal, es decir, su 
propia doctrina anterior. 

En erecto, lejos de considerar que la interpretación de 
la ley penal es una "cuestión de mera legalidad". el Tribu­
nal entra de lleno a analizar los parámetros interpretativos 
de que sirvió la Audiencia Provincial de Alicante al con­

denar al recurrente y, en concreto, y muy especialmente, si 
al exigir el art. 321.1 CP que el autor ejerza actos propios 
de la profesión sin poseer el correspondiente título oficial, 
se está refiriendo a un título académico (o universitario 
-dice la Sentencia-) o a un título cualquiera. Se trata, pues, 
de una dificultad o ambigüedad interpretativa que resulta 
imperceptible en la propia redacción de la ley, haciéndose 
visible sólo cuando el juez afronta la tarea de aplicarla. No 
es por ello extraño que el resultado de esa interpretación 
varíe según cuül sea el órgano judicial que la efectúe, lo 

que da pie a sorprendentes desigualdades en la aplicación 
de la ley penal. Así lo confirma la propia Sentencia cuan­
do alude a ·'la abundancia de fallos absolutorios de la ju­
risdicción penal ordinaria -eso sí. geogrMicamente deli­
mitados- basados en la identificación del título aludido en 
el artículo 321.1 del Código Penal con un título académi­
co". Pero el problema se agudiza todavía más -como ya 
señalé en mi trabajo citado- cuando ci propio Tribunal 
Supremo dicta sentencias contradictorias, manteniéndose 

en general la equiparación entre título oficial y título aca­
démico (así, v.gr. la STS de 6 de junio de 1989), pero 

amplianuo en algún caso (STS 13 de mayo Je 19X9) el 

sentido de la expresión hasta recoger en el mismo a cual­
quier clase de titulación. La polémica es, por tanto, anti­
gua; y la doctrina se ha ocupado de ella." 

Lo que ahora cabe decir es que cuando se producen 
tales divergencias interpretativas extste un serio indicio 
de indeterminación, pues el ciudadano no podrú progra­
mar en absoluto sus comportamientos sin temor a posibles 
condenas (STC 133/1987). Lo cual implica que, en lo re­
ferente a la ley penal, la conocida doctrina del Tribunal 

Constitucional sobre el derecho a la igualdad en la aplica­
ción de la ley (derivado Jel art. 14 CE) afecta seriamente a 

otro derecho fundamental: el relativo a la determinación 
de la propia ley penal, que comprende también -como se 
ha dicho- la fase de aplicación. En tales casos, el ciudada­
no tiene derecho (fundamental) a que el Tribunal Consti­
tucional. mediante una Sentencia interpretativa, cuál de 
las posibles interpretaciones del precepto penal es la co­
rrecta, imprimiendo así (en virtud de la obligación de los 
tribunales ordinarios de seguir la doctrina emanada de las 
Sentencias Jel Tribunal Constitucional) un sentido unívoco 

a la ley penal, ofreciendo con ello al ciudadano esa seguri­

dad que está en la base del derecho reconocido en el art. 
25.1 CE. Y si dicha solución no fuera viable debería acti­
varse el mecanismo previsto en el art. 55.2 LOTC ( es 

decir, la conocida como "autocuestión de inconstituciona­
lidad"), para expulsar del ordenamiento una norma penal 
incapaz de expresar con un mensaje mínimamente deter­
minado el área de conductas punibles. 

Consecuentemente con este planteamiento, la STC 1111 
1993 aborda la tarea de interpretar de manera correcta el 
art. 321.1 CP, iniciándose la misma a partir del criterio 

interpretativo histórico, es decir, de los indicios que ofre-

Vid, extensamente. en García Rivas, Op. cit. pág. 45-58, y un enfoque global del 
problema en la excelente monografía de Prieto Sanchis. Ideología e Interpretación 
jurídica, Tecnos, Madrid, 1987 
Asi se anticipaba ya en García Rivas, Op. cij. pág. 11, nota, citando el trabajo de 
Luzon Peña. "El título académico oficial en el del~o de intrusismo. Comentario a las 
sentencias TS (Sala Segunda) de 13 de mayo y 6 de junio de 1989", en La Ley, 
1989-4, pí3.g. 497 ss., donde se adhiere a la interpretación tradicional más restrictNa 
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ce su gestación. Y se comprueba 

que el citado precepto procede de 
la Ley de Bases de 23 de diciem­
bre de 1961, cuya base quinta alu­
día a "título académico oficial o 

reconocido por las Leyes del Es­
tado o los Convenios Internacionales", redacción lo sufi­
cientemente ambigua como para no aclarar la cuestión, 
aunque el Tribunal Constitucional considere, por el con­
trario, que en esa disposición se vinculaba totalmente el 

título con el adjetivo "académico", dewiúndose después 
ilegalmente el Decreto de 24 e enero de 1963 (que dcsa­

ITOII(í la Ley de Bases) de su genuino antecedente (y supe­

riorjerúrquico) al referirse de manera inconcreta a "título 
oficial", tal y como se recoge todavía hoy en nuestra legis­
lación punitiva. 

La cuestión ha recibido respuestas encontradas tanto 

en la doctrina como en la jurisprudencia. Aunque la ten­
dencia general haya sido exigir para la tipicidad de la 
conducta que los actos realizados sean propios de una 
profesión para cuyo ejercicio se requiera título académi­
co, con distintas argumentaciones, algún autor ha afir­

mado que el art. 321.1 CP es aplicable en relación con 

cualquier profesión' y asimismo la citada STS de 13 de 

mayo de I9H9 afirmaba que "La solución a la que selle­

ga en la doctrina [S.C. mayoritaria] resulta más limitada 

de lo que el objeto de protección de la norma requiere", 

entendiendo que la norma pretende tutelar el poder de 
policía del Estado sobre el ejercicio de determinadas pro­
fesiones, previniendo así los posibles daí'íos que pudie­

ran causarse a los ciudadanos por dicho ejercicio sin po­
seer la capacitación suficiente: y concluye la resolución 

afirmando que "partiendo del bien jurídico protegido, 

entonces. el concepto de título oficial se debe vincular 
con la autoridad que lo expide y con la finalidad policial 

(sic) de garantizar al público la capacidad técnica de una 

persona", lo que lleva a mantener una interpretación 

amplia de la expresión que nos ocupa. 
Paradújicamente, la interpretación restrictiva es man­

tenida, por ejemplo, en la STS de 6 de junio de 19H9, la 
cual, sin embargo, concluye afirmando que ejercer la pro­

fesión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria constitu­
ye delito de intrusismo pues se trata de un titulación que 
exige en ciertos casos, previamente, estar en posesión de 

un título universitario. La paradoja estriba en que la STC 

11111993 anula precisamente una condena por el mismo 
hecho, pero manteniendo ~a su vez~ una interpretación 

también restrictiva: lo cual indica que el enfoque dado 

por el Alto Tribunal al problema es completamente dis­
tinto al usual. 

En efecto la STC 111/1993 sitúa el eje hermenéutico 
en la determinación del bien jurídico tutelado, lo que de­
limita el alcance protector de la norma penal y, por con­
siguiente, el úrea de las conductas punibles. Para ello, 
comienza negando que el legislador pretenda sancionar 

la mera vulneración de los poderes de la policía que el 

Estado ejerce sobre todas aquellas profesiones que, de 

una u otra manera, están sometidas a un mayor o menor 

grado de control público", lo que parece razonable desde 
una perspectiva democrática de materialización de con­

cepto de bien jurídico, huyendo de la criminalización de 
meras infracciones formales. Materialización que la STC 

Ambas posturas doctrinales son expuestas por Muñoz Conde, Derecho Penal, Parte 
Especial . 8 ed. Tirantlo blanch ValenCia. 1990, pp. 566·567. Y por Orts Berenguer. 
en Cabo Del Rosal y otros, Derecho Penal. Parte Especial. Tirant lo blanch. 3 de 
Valencia. pp. 272-273. 

111/1993 lleva a cabo, además, recurriendo a la propia 
doctrina del Alto Tribunal sobre el art. 35 CE, que reco­

noce el derecho al trabajo y a la libre elección de profe­
sión u oficio, doctrina desde la que se "perfila la posibi­

lidad de diversos grados de control estatal de las 

actividades profesionales según sea la mayor o menor 
importancia constitucional de los intereses que con su 
ejercicio se ponen en juego"(FJ 9): lo que lleva a recha­
zar de plano lo afirmado por el Tribunal Supremo en la 

Sentencia de 13 de mayo de 19H9: "Lo decisivo. por lo 
tanto ~se decía en ella~, es quien otorga el título y no a 
qué actividad se refiere": muy al contrario. el Alto Tri­

huna! opina que lo verdaderamente importante es que 

existen profesiones que "por incidir sobre bienes jurídi­
cos de la máxima relC\'~lllcia ~vida, integridad corporal, 

libertad y seguridad~, no sólo necesitan para su eJercicio 

la realización de aquellos estudios que requieren la po­
sesión de un título universitario ad hoc. sino que tam­
bién merecen la especial protecciún que garantiza el ins­
trumento penal frente a toda intromisión que pudiera 
suponer la lesión o puesta en peligro de tales bienes jurí­
dicos". De manera que únicamente adquirirá relevancia 

típica la conducta usurpadora de un sujeto que genere en 

la comunidad un riesgo por actuar aquél en un ámbito 
especialmente sensible, donde los ciudadanos aspiran con 

particular interés a una actuaciún profesional cuya ga­

rantía viene dada por la posesión de un título académico. 
Ahora bien, la aportación fundamental de lit Sentencia 

en orden a la aplicación del precepto penal que nos ocupa 
reside en que prescinde por completo del criterio mera­
mente formal de la exigencia del título académico, pues 
aun cuando la profcsi(m ejercida por el usurpador lo re­
quiera, el hecho no sería todavía típico si la actividad rea­

lizada no supone un peligro para esos bienes _jurídicos per­
sonales que se citan en la Sentencia. Centrada así la 

cuestión, continúa diciendo: "en tanto que la protección y 

control de aquellas prolcsiunes que inciden sobre intere­

ses sociales de menor entidad~ cual es. sin duda, el caso 
del patrimonio inmobiliario~ quedarían, respectivamente. 

satisfechas, en su caso, mediante el requerí miento de una 
simple capacitación oficial para su ejercicio. y con la mera 
imposición, en su caso, de una sanción administrativa quie­
nes realizaren «actos propios» de la misma sin estar en 
posesión de dicha capacitación. Ningún interés público 

esencial se advierte en la exigencia de un título para la 

intermediación en el mercado innwbiliario que no respon­
da sino a intereses privados o colegiales, legítimos y res­

petables, pero insuficientes por sí solos para Justificar la 
amenaza de una sanción penal como la aquí aplicada." (FJ 
9) Dicho lo cual, bien podría darse por concluido el ítem 
argumentativo del Alto Tribunal, pues atendiendo a esa 
interpretación teleológica, es bien patente que la condncta 
consistente en ejercer como agente inmobiliario sin título 

quede fuera del alcance típico del art. 321.1 CP. 
Sin embargo, lejos de ello. la Sentencia ~con el afán de 

cumplir en extremo con el principio de tongruencia~ se 

enfrenta con la cuestión planteada expresamente por el re­

currente, e intenta averiguar si el ejercicio de la citada pro­

fesión exige o no la posesión de un título académico. Resul­
ta evidente, empero, que la soluciún de este problema no 

pone ni quita nada al fallo del Alto Tribunal, pues el mismo 
ya ha quedado firmemente asentado en la anterior argumen­
tación. Tanto es así que la propia Sentencia reconoce que 
"'el hecho de que se requiera o no la condición de titulado 
universitario para tener acceso a la obtención del "título" de 
Agente de la Propiedad Inmobiliaria es indiferente a los cfcc-
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tw, que aquí interesan" tF.J !0) Pese a ello. solventa este 
problem~t "lürmal". afirmando que lo verdaderamente im­
portante es que el título de Agente de la Propiedad Inmobi­
liaria. obviamente, no es un "título académico", puesto que 
ni su obtenciún requiere la realización de estudios superio­
res específicos ni es la autoridad académica quien lo conce­
de, sino el Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo" (FJ 
1 0). Ahora bien. se reconoce que tampoco sería típica la 
conducta si en el futuro se exigiera realizar una carrera u ni­
\ ersitaria para c.Jercer como Agente. luego -insisto-lo mis­
mo da que se exija <thora o no. 

L~t enorme importancia de la STC 111/1993 se apre­
L'i<t. sobre todo, en su conclusión, donde asume hasta sus 
tíltimas consecuencias las exigencias materiales del prin­
upio de legalidad (expresadas ya en la STC: 133/19S7 de 
21 de julio) y. en particular. el derecho fundamental de 
tudo ciudadano (garantizado mediante el recurso de am­
paru) a no padecer una interpretación extensiva o analógica 
de la ley penal. rudiendo programar así. sin temor al[!uno, 
sus propias conductas. En efecto. el último p:irrafo de la 
Sentencia supone un giro copernicano en la doctrina del 
Alto Tribunal: "por todo L~llo --afirma-. dd1e concluirse 
que. al umdenar al recurrente como autor del delito de 
tntt·usismo tipificado en el art. .121. 1 del C6digo Penal. la' 
Sentencias impugnadas han llevado a cabo una aplicaci6n 
cxpansiv<t in nwlwn1mr1em del término "título" conteni­
da L'n dicho precepto que no es conforme a Jos princirios 
y 1 aJores constHucionales. Aplicación extensiva que, frente 
a la que sostienen el Colegio Oficial ele Agentes de la Pro­
piedad Inmobiliaria de la provincia de Alicante y el Mi­
nisterio FiscaL no constituyen una cuesti(ín dt: mera lega­
lidad ordinaria en la que este Tribunal no podría entrar sin 
convertirse con ello en una última instancia, sino que, por 

Br1cola. en su famoso traba¡o "Teoría generale del reata·· en Novissimo Digesto 
Italiano. vol XXIII. T urín, 1973, proclamaba la neces1dad de dar un contenido real­
mente matemil a la anti¡unc1dad, ex1gtendo que, además de la correspondencia 
formal entre la conducta realizada y el supuesto de hecho previsto en la norma 
penal, el su¡eto hubiera puesto en peligro (real) el bien jurídiCO protegido. Ese mis­
mo postulado. ha Sido acog1do ull1mamente en las bases para la reforma del Códi­
go Penal ital1ano (Ouadem1 GJustiz1a, 1. 1992). así como en el Anteproyecto de 
Cód1go Penal español cuyo articulo 3.1 af1rmaba que La pena presupone la les1ón 
o puesta en pel1gro de b1enes jurídiCos· precepto que ha desaparecido después 
en el Proyecto de 1992 y que, evidentemente, no const1tuía un mandato d1ríg1do al 
leg1slador. que es qUien lo proclama, s1no a los encargados de aplicar el Cód1go. 
El pnnCipio t1ene enonne relevancia. pues permrte soluc1onar con éx~o problemas 
soc1ales tan importantes hoy en día como la 1nsumisión En efecto, tal y como he 
afirmado en otros lugares (GARCIA RIVAS. 'T ratam1ento JUrídico penal de la insumi­
Sión"" en Actas del Curso de Verano de San Roque- 1991, pág. B-13 ss .. y -después 
de la reforma producida tras la LO 13/1991 de 20 de diciembre- en "Los delitos de 

el contrario. entra de 1 len o en el contenido constitucional 
del principio de legalidad penal. Lo que lleva a la estima­
ción del presente recurso por infracción del art. 25.1 CE"; 
y declara -en el fallo- la nulidad de las Sentencias conde­
natorias (la del Juzgado de lo Penal y la de la Audiencia 
Provincial, en apelaci6n), reconociendo formalmente el 
derecho del recurrente a no ser condenado ror un hecho 
que no constituya delito. 

No obstante. tamroco conviene perder de vista otro 
de los "valores" de la Sentencia. cual es el reconocimiento 
implícito de que el llamado "principio de exc!usiv<l pro­
tección de bienes jurídicos o -mejor- "principio de 
ofcnsividad'' no agota su alcance en la labor de selecci6n 
de conductas punibles que lleva a cabo el legislador (como 
piensa la mayoría de la doctrina), ;,ino que permite a los 
jueces, en la fase ulterior de interpretación de la norma 
misma. restringir el <ímbito de arlicaci6n de un tipo pe­
nal atendiendo a la configuración constitucional del bien 
jurídico rrotegido. es decir, a Jos valores e intereses cons­
titucionales, que se hallan ;,iempre por encima de los que 
un día -lejano o no- quisiera expresar el legislador. En 
mi opinión, S(Íio si se acepta esta vertiente ap!icativ<tcil:l 
principio de ofcn;,ividad, adquiere ;,u cabal dimen;,ión el 
denominado "rrincipio de interpretación conforme a la 
Constitución", que no debería observarse S(Íio desde su 
cara negativa, es decir. como limitación a la facultad ju­
dicial de elevar cuestiones de inconstitucionalidad. sino 
también en su asrecto positivo: rermite cohone;,tar la 
labor del juc.( renal con los valore., esenciales de la co­
munidad. autori/<Índole a limitar el alcance de los tipos 
renales a las conductas efectivamente lesivas (o peligro­
sas) res recto de bienes JUrídicos configurados conforme 
a Jos parúmetros constitucionales." ID&SI 

Insumisión en la legislación española", en Anuario de Derecho Penal yC1encias Pe­
nales, 1992-3. en prensa) no basta con que el objetor se niegue a cumplir el PSS 
para considerarle autor de un ilicrto penal. Delimrtando el bien JUrídiCO proteg1do en la 
defensa civil del Estado (art 30 CE. en relación con el art., 21 de la LO 6/1980. de 1 
de julio, de Defensa Nacional, el juez sólo podrá condenar al objetor SI la m1s1ón 
encomendada al mismo tuviera alguna relac1ón con ese b"1en juríd1co-penal y no en 
otro caso, ya que entonces no ex1st1ría interés merecedor de protección penal y el 
eventual cast1go que se aplicaría vendría just1f1cado exclusivamente en la desobe­
diencia de las leyes Con ello se reforzaría la autonomía valorat1va (en consonancia 
con la Constitución) del juez penal, frente a los abusos del poder legislatiVO, que en 
numerosas ocas1ones ~y en esta en concreto~ invade zonas que debería considerar 
inmunes SI siguiera estrictamente el d1ctado cons!IIUCIOnal. 
La STC 111/1993 considera plaus1ble la restricción jud1c1al del campo de aplica­
Ción de un t1p0 penal, en Virtud de las normas y valores constituciOnales. con lo que 
parece confirmar la posibilidad de restringir el radio de acción de los delitos de 
msumisión tal y como se ha descrito 
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